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Resumen

En el presente artículo se hace un análisis crítico -después de diez
años- de los logros conseguidos con la implementación de los
acuerdos de paz, de lo que se hizo a medias -o se hizo mal- y
de lo que no se hizo. El análisis se centra en los tres componentes
fundamentales de los acuerdos de paz: político, económico-social y

jurídico-institucional, pues sólo a partir de una visión integral y de
conjunto de ellos se podrá ponderar su significado real para la cons­
trucción de un nuevo orden social, económico y político. La tesis del
artículo es que el espíritu de los acuerdos de paz era contribuir a la
edificación de una sociedad justa y democrática, en la cual no
tuvieran cabida situaciones de conflictividad político-militar como
la vivida en El Salvador, durante los doce años de guerra civil.

Introducción

El 16 de enero de este año se conmemoró una
década de la firma de los acuerdos de paz. En el
marco de la celebración, salieron a relucir una se­
rie de aspectos relativos a los históricos documen­
tos que no es conveniente pasar desapercibidos,
sobre todo, por lo preocupante que es el que no se

entienda ---o no se quiera entender- su significa­
do. En efecto, la celebración de los diez años de la
firma de la paz arrojó un saldo negativo, en lo que
se refiere a la correcta interpretación de los acuer­
dos de paz, especialmente por el predominio de la
visión oficial, pero también por el peso creciente
de la lectura que ha hecho de los mencionados
acuerdos la derecha más conservadora del país.

* En la redacción del presente artículo participaron los siguientes miembros del ClDAI: Luis Armando González,
Luis Romano, Roody Réserve, Jaime Rivas y Luis Alvarenga.
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La lectura oficial de los acuerdos de paz con­
siste, básicamente, en considerarlos un mecanismo
para poner fin a la guerra y para propiciar un con­
junto de reformas políticas e institucionales, que
favorecerían la inserción del FMLN en el sistema
político legal y que permitirían crear un nuevo es­
quema de seguridad pública. En palabras de Ricar­
do Córdova Macías, con los acuerdos de paz se "10­
gró impulsar una profunda reforma en nuestro sis­
tema político, que implicó la desmilitarización, la
reforma militar, la refundación doctrinaria e insti­
tucional de la seguridad pública, una reforma elec­
toral y reformas en el sistema de justicia. Y esto es
algo de lo que debemos sentimos orgullosos como
nación y que nos reconoce la comunidad interna­
cional. Por cierto, la problemática económica y so­
cial fue colocada al margen en las negociaciones
de paz, que más bien se centraron en la reforma
política'". Más apretadamente, David Escobar Ga­
lindo lo dice así: "a la Fuerza Armada había que
ponerla en el papel que constitucionalmente le co­
rresponde: a las armas y sin política. Y al FMLN
había que ponerlo en el papel que le corresponde:
a la política sin las armas. Ese fue el acuerdo de
paz'".

A tono con interpretaciones como las anterio­
res, ya el gobierno de Armando Calderón Sol ha­
bía anunciado el cumplimiento de los acuerdos de
paz, por lo cual la celebración de los diez años de
su firma venía a ser más un acto simbólico que
una evaluación objetiva y crítica de lo logrado con
su implementación. El gobierno de Francisco FIa­
res en absoluto quería alimentar la idea de que el
décimo aniversario de la firma de la paz podía ser­
vir para discutir el tema del cumplimiento o no de
los acuerdos. Oficialmente, no había nada que dis­
cutir; de lo que se trataba era de celebrar los éxitos
conseguidos y mirar con optimismo al futuro.
Después de todo, El Salvador no sólo es "un ejem­
plo internacional incuestionable":', sino que es
también -"a diez años de aquel momento estelar
de nuestra vida republicana"- un país "en mar­
cha'", "que ha sabido reconstruir con visión de fu­
turo'",

La interpretación oficial tuvo muchos adeptos,
quienes no dudaron en aprovechar los espacios en
los medios de comunicación para abundar en los
tópicos gubernamentales. Muchos de los que le si­
guieron el juego al gobierno de Flores insistieron
en que el propósito de los acuerdos de paz era
fundamentalmente político -terminar con la gue­
rra y reconvertir a la izquierda armada en partido
político-, por lo que carecía de lógica pedirles
una solución para los problemas económicos. Es
obvio que quienes ven así las cosas, o nunca han
leído los acuerdos de paz, o, a propósito, no re­
cuerdan sus contenidos esenciales, en los cuales
-junto con la reforma política e institucional- se
aborda la problemática económica y social.

En efecto, en ellos están contemplados unos
compromisos mínimos para iniciar una reforma
económica, que permitiría la reunificación y el de­
sarrollo de la sociedad salvadoreña. Uno de los
compromisos más relevantes, en materia económi­
ca, era la instalación del Foro de Concertación
Económica y Social, en el cual participarían los
sectores gubernamental, laboral y empresarial,
"con el objeto de lograr un conjunto de amplios
acuerdos tendientes al desarrollo económico y so­
cial del país, en beneficio de todos sus habitan­
tes'", Por desidia estatal y privada, el Foro no se
instaló y, en consecuencia, no pudo incidir en la re­
forma económica. Un vacío notable de los acuerdos
de paz es no haber detallado --<:on la misma pre­
cisión que en el área política e institucional- los
componentes de la reforma económica, pero ello
no quiere decir que ésta no esté planteada como
un elemento sustantivo en los documentos.

Diez años después -y cuando la discusión po­
lítica ha ocupado la atención de ciudadanos, me­
dios de comunicación, empresarios, clase política,
comunidad internacional- es fácil decir que lo
económico era un punto marginal de los acuerdos
de paz y que su objetivo principal era terminar la
guerra. El paso siguiente consiste en olvidarse de
ellos, considerándolos parte del pasado. Y, así, sus
exigencias más escabrosas, en materia económica

1. R. Córdova Macías, "X aniversario". La Prensa Gráfica, 19 de enero de 2002, p. 19.
2. "¿Una percepción errada? La paz no daba la felicidad económica". El Diario de Hoy, 17 de enero de 2002, p.

16.
3. Editorial, "Valoremos de veras la paz". La Prensa Gráfica, 15 de enero de 2002, p. 17.
4. Editorial, "Un país en marcha". La Prensa Gráfica, 16 de enero de 2002, p. 23.
5. Expresión del presidente Francisco Flores, en La Prensa Gráfica, 17 de enero de 2002, p. 11.
6. "Acuerdo de Paz", en ECA, 519-520, p. 124.
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y social, automáticamente dejan de existir, esta
vez de forma definitiva. Es así como el ex presi­
dente Armando Calderón Sol pudo sentenciar que
"los acuerdos de paz se han cumplido y se han
rebasado en su cumplimiento", el también ex pre­
sidente Alfredo Cristiani -"el hombre que sosegó
la última rebelión"- pudo aclarar que "desde la
perspectiva de la institucionalidad democrática y
la integración política los acuerdos de paz se cum­
plieron'", y el ex comandante Joaquín Villalobos
pudo decir que "tenemos instituciones como la
PNC y el sistema judicial independiente como
pruebas de su cumplirniento'".

La interpretación oficial de los acuerdos de paz
termina por darse la mano con la interpretación de
la derecha conservadora, para la cual los acuerdos
de Nueva York y Chapultepec fueron una conce­
sión indebida -inconstitucional- a la izquierda
comunista y al totalitarismo: "uno de los efectos
reales de los 'acuerdos de paz' -se lee en un edi­
torial de El Diario de Hoy- han sido dejarnos al
borde de la barbarie, expuestos a que en cualquier
momento caigamos en el precipicio del totalitaris­
mo, las venganzas y la catástrofe económica... los
que firmaron los acuerdos dejaron fallas institu­
cionales graves, que se traducen en problemas de
gobernabilidad, agitación permanente y dificulta­
des para lograr el desarrollo econórnico'". Es de­
cir, los acuerdos de paz son un molesto paréntesis
que conviene cerrar de una vez por to-
das, para volver a la "normalidad",
existente antes de ellos. Desde esta óp­
tica, los acuerdos de paz no han dejado
nada bueno al país; más bien, signifi­
caron una ruptura constitucional, que
debe ser reestablecida cuanto antes. No
proceder pronto a la clausura total de
los acuerdos de paz -ha dicho un co­
lumnista a quien le gusta hacer de vo­
cero de esta derecha conservadora- es
aceptar que se vive en una sociedad de
"postguerra", lo cual justifica compor­
tamientos guerreristas y el manteni­
miento de privilegios, en sectores de la
izquierda, que añoran el pasado. "Has­
ta donde yo sé ---dice el columnista de

marras- y por lo que dicen funcionarios de go­
bierno y líderes sensatos de la Izquierda. los acuer­
dos de paz ya se cumplieron en su totalidad. Es
decir, se acabó la postguerra. Ya no hay por qué
seguir en la semiclandestinidad y el campamen­
to"lII.

Para quienes abanderan posturas de derecha
como las aludidas no hay razones ni pruebas que
valgan. Nunca van a entender que los acuerdos de
paz son parte -y no precisamente para mal- de
la historia de El Salvador, y no algo que se pueda
tirar sin más al cesto de la basura. Pese a todos los
manoseos de los que han sido objeto -y lo siguen
siendo aun ahora-, los cambios políticos propi­
ciados por ellos han dejado su huella en la
institucionalidad del país. Por más que se insista
en lo contrario, no son un paréntesis, sino un pun­
to de partida hacia un nuevo modelo de país, de­
mocrático y equitativo. No obstante ello, los que
-pretendiendo dárselas de "progresistas"- de­
fienden a capa y espada que lo único que se perse­
guía con la firma de la paz era terminar con la
guerra y propiciar una reforma política e insti­
tucional -lo cual, insisten, ya se alcanzó-- hacen
un pésimo favor a la construcción de la democra­
cia en el país. Y es que, en definitiva, ¿cómo pue­
de afianzarse la democracia con un orden socioe­
conómico excluyente y marginador como el preva­
leciente en El Salvador?

7. O. Tenorio, "El hombre que sosegó la última rebelión". La Prensa Gráfica, 21 de enero de 2002, p. 11.
8. Ver, La Prensa Gráfica, 17 de enero de 2002, p. 11.
9. Editorial, "Oxigenando a los derrotados". El Diario de Hoy, 16 de enero de 2002, p. 25.
lO. M. Galeas, "Todo tiene su final". El Diario de Hoy, II de enero de 2002, p. 28.
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Las interpretaciones amañadas de los acuerdos
de paz quieren convencer a los salvadoreños de
que lo mejor es olvidarse de ellos. Que lo que se
pudo haber logrado, para bien o para mal, es parte
del pasado. Pues bien, lo peligroso de estas inter­
pretaciones es que no sólo tiran por la borda com­
promisos sustantivos no cumplidos~ cumplidos
a medias-, sino que también quieren desvincular
el futuro del país de las exigencias de democrati­
zación y justicia, planteadas por los acuerdos de
paz. Por el momento, tal como se hizo evidente en
las celebraciones del 16 de enero pasado, es la dis­
torsión del significado de los acuerdos de paz lo
que se ha terminado por imponer, en los medios de
comunicación y en los debates y foros establecidos
para la conmemoración de su firma. El gobierno de
Flores y la derecha conservadora pueden darse por
satisfechos, pues han sabido promover su interpre­
tación. Entre tanto, sobran quienes repiten el estri­
billo gubernamental y quienes no dudan en poner
su pluma al servicio de individuos y grupos que
todavía pelean a muerte contra el fantasma del co­
munismo y sus portavoces, que no son más que
las "versiones de Al Qaeda del hemisferio occi­
dental"!'.

Así las cosas, diez años después de la firma de
los acuerdos de paz, es urgente recuperar crítica­
mente su significado real para El Salvador. El
punto de partida para ello debe ser un examen a
fondo, primero, de los resullados efectivos de su
implementación; segundo, de lo que se hizo a me­
dias o se hizo mal; y, tercero, de lo que se dejó de
lado o no se ejecutó por negligencia o falta de
voluntad política. Asimismo, este examen parte de
una consideración de los acuerdos de paz como un
todo, por lo cual no es legítimo dar mayor impor­
tancia a uno de sus componentes -ya sea el polí­
tico, el económico-social o el jurídico-institucio­
nal-, en detrimento de lo demás. Por eso, a la
hora de evaluar el cumplimiento de los acuerdos
de paz, el criterio debe ser su ejecución global y
no sólo los logros parciales que se hayan podido
obtener, en un componente específico.

En consonancia con lo anterior, en el presente
artículo se hace un análisis crítico ---después de
diez años-, tanto de los logros conseguidos con
la implementación de los acuerdos de paz como de
lo que se hizo a medias~ se hizo mal- y de lo

11. Editorial, "Oxigenando a los derrotados", ibid.
12. "Acuerdo de Paz", en ECA, 519-520, p. lO3.
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que no se hizo. El análisis se centrará en los tres
componentes fundamentales de los acuerdos de
paz, pues sólo a partir de una visión integral y de
conjunto se podrá ponderar su significado real
para la construcción de una sociedad más justa y
democrática.

l. Una necesaria (re)lectura de los acuerdos de
paz

Tanto se ha insistido en la dimensión política
de los acuerdos de paz que parece fuera de lugar
llamar la atención sobre sus otros componentes
fundamentales, es decir, los componentes jurídico­
institucional y económico-social. Por esta razón,
es necesario recordar, aunque sea de forma some­
ra, el espíritu, la estructura y los contenidos bási­
cos de los acuerdos de paz, puesto que de la com­
prensión cabal de esos aspectos es que depende la
correcta interpretación del sentido profundo de es­
tos documentos históricos. Así, en primer lugar,
hay que recordar el espíritu que animó la suscrip­
ción de los acuerdos de paz. En este punto -pese
a lo mucho que se ha hecho énfasis en que con la
firma de la paz lo que se buscaba era el fin del
conflicto armado-, el objetivo que se persigue,
aunque lo incluye, no se agota en terminar con la
guerra civil. De hecho, los acuerdos de paz arran­
can con la reafirmación del propósito enunciado
por el Acuerdo de Ginebra (4 de abril de 1990) de
"terminar con el conflicto armado por la vía políti­
ca al más corto plazo posible, impulsar la demo­
cratización del país, garantizar el irrestricto respe­
to a los derechos humanos y reunificar a la socie­
dad salvadoreña'<.

Como puede verse, se trata de un enunciado
que envuelve un conjunto de temas que no deben
ser tomados por separado, puesto que su conside­
ración unitaria es lo que da pleno sentido a los
acuerdos de paz. Y es que éstos ---como se hace
evidente al examinar su estructura y sus conteni­
dos básicos- no sólo quieren terminar con la gue­
rra, sino también superar los factores socioeco­
nómicos, que la hicieron posible. Es cierto que tras
el estallido del conflicto armado se encuentran con­
dicionantes políticas de gran envergadura ---cuyo
peso se ve reflejado en al atención que merece la
reforma política en los acuerdos de paz-, pero no
es tan cierto ---como proclaman muchos voceros
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progubemamentales- que el conflicto obedeciera
únicamente a razones políticas. Y es precisamente
a ello a lo que se apunta con el llamado a la "reu­
nificación" de la sociedad salvadoreña: no se trata
tanto de una reunificación política -aunque la
expresión se preste a ese malentendido--, como
de una reunificación social, es decir, una reunifi­
cación que se funde en un desarrollo económico y
social sostenido que beneficie a todos los estratos
de la población salvadoreña D.

El espíritu de los acuerdos de paz es, pues,
contribuir a la edificación de una sociedad justa y
democrática, en la cual no tengan cabida situacio­
nes de conflictividad político-militar como las vi­
vidas durante los doce años de guerra civil. Obvia­
mente, para dar inicio a la construcción de una so­
ciedad tal, antes se tenía que terminar con la guerra,
se tenía que desmilitarizar la sociedad, se tenía que
reconvertir a la vida civil al FMLN, así como ga­
rantizar la supervivencia (física y política) de los
ex insurgentes, y se tenía que crear una institucio­
nalidad mínima para garantizar la seguridad ciuda­
dana y el respeto de los derechos humanos. Los
acuerdos de paz -síntesis de pragmatismo y pro­
puesta de futuro-- dan amplia cabida a aspectos
como los apuntados, pero no hacen caso omiso de
los requisitos de mediano y largo plazo para la
edificación de una sociedad justa y democrática,
en El Salvador, una vez que los problemas y desa­
fíos inmediatos han sido enfrentados. Dicho de otro
modo, no se podía avanzar hacia una sociedad más
equitativa y democrática sin antes terminar con la
guerra y desarticular los mecanismos instituciona­
les que la alimentaban; esa fue la razón por la cual
el fin de la guerra, la desmilitarización y la incor­
poración del FMLN al sistema político se convir­
tieron en problemas prioritarios, en la estructura y
los contenidos de los acuerdos de paz. Lo cual no
quiere decir que esos fueran su principal (o único)
objetivo, pues una sociedad más equitativa y de­
mocrática no surge de manera automática, al dar
por finalizado un conflicto armado -a menos, claro
está, que la ausencia de equidad y la falta de de­
mocracia se debieran sólo a las hostilidades-,

sino que hay que diseñar medidas específicas (no
estrictamente políticas) para ello. Y los acuerdos
de paz contienen, en su articulado fundamental ­
no como pie de página o como apéndice-, medi­
das importantes, en ese sentido, lo cual pone se­
rios reparos a aquellas interpretaciones que insis­
ten en que con los acuerdos de paz no se buscaba
más que terminar con la guerra y propiciar una
reforma política. Si ese era el caso, ¿por qué in­
corporar en sus artículos temas económico-socia­
les no relacionados directamente con el fin de la
guerra y la reforma política?",

En efecto, los acuerdos de paz tienen siete ca­
pítulos, dedicados, en su orden, a las siguientes
áreas: Fuerza Armada (1), Policía Nacional Civil
(11), sistema judicial (111), sistema electoral (IV),
tema económico social (V), participación electoral
del FMLN (VI) Ycese del enfrentamiento armado
(VII). De esos artículos, los que cubren más deta­
lles son los relativos a la Fuerza Armada y a la
Policía Nacional Civil (I y 11). Les siguen en ex­
tensión los dedicados al tema económico social y
al cese del enfrentamiento armado (V y VII). Fi­
nalmente, los menos extensos son los que se refie­
ren al sistema judicial, al sistema electoral y a la
participación política del FMLN (111, IV YVI, res­
pectivamente). Dicho de otra forma, si se toma en
consideración el tratamiento que reciben los dife­
rentes temas en la estructura de los acuerdos de
paz, la Fuerza Armada, la Policía Nacional Civil,
el tema económico social y el cese del enfrenta­
miento armado serían los de mayor preocupación
para quienes discutieron y firmaron los acuerdos,
mientras que los restantes -sin dejar de ser impor­
tantes y porque ya habían recibido un tratamiento
más detallado en documentos previos-- quizás se
consideró que bastaba con dejarlos sin mayor de­
sarrollo. Asimismo, el conjunto de los acuerdos de
paz -esto es, sus siete artículos y los anexos que
los acompañan't-> plantean reformas de mediana
y gran envergadura, en los planos político, econó­
mico-social y jurídico-institucional (nuevas leyes
y nuevas instituciones). Es de la realización de
esas reformas, no aisladamente, sino en su totali-

13. Ibíd., p. 121.
14. Se podrá objetar: "Es cierto, están allí, son artículos de los Acuerdos de Paz, pero no están en prímer lugar ni

están desarrollados en detalle". Es decir, que, para quienes piensan de ese modo, los artículos de la Constitución
que no están al principio no cuentan, son irrelevantes y prescindibles.

15. Además, están los acuerdos previos -por ejemplo, el de Ginebra, el de México y el de Nueva York-, retomados
(y reafirmados) por los acuerdos de paz. Más aún, varios tópicos de estos últimos no tienen mayor desarrollo,
pero remiten a acuerdos previos que los sustentan.
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El espíritu de los acuerdos de paz es,
pues, contribuir a la edificación de una

sociedad justa y democrática,
en la cual no tengan cabida situaciones

de conflictividad político-militar
como las vividas durante

los doce años de guerra civil.

dad, que surgirá una sociedad reunificada, demo­
crática y justa.

En lo que se refiere a los contenidos esenciales
de los acuerdos de paz, cada capítulo deja constan­
cia de lo que es crucial tratar en los planos arriba
mencionados para arribar a una nueva sociedad. El
Capítulo I limita el poder de la Fuerza Armada,
tanto en su concepción como en el número de sus
efectivos. Uno de los enunciados más fuertes de
este capítulo es que el ré-
gimen institucional y la
actuación de la Fuerza
Armada se enmarcarán
"dentro de los principios
que emanan del Estado de
derecho, de la primacía de
la dignidad de la persona
humana y el respeto a sus
derechos; del respeto y la
defensa de la soberanía del
pueblo salvadoreño; de la
noción de la Fuerza Arma-
da como una institución ajena a toda consideración
política, ideológica o de posición social o a cual­
quier otra discriminación y a la subordinación de la
institución armada a las autoridades constituciona­
les"!", Además de ese cambio doctrinario, se plan­
tea un drástico cambio en su sistema educativo ­
con los cambios legales e institucionales respecti­
vos-, así como la exigencia de depuración y re­
ducción. Relacionado con esto, también se estable­
ce la necesidad de reconocer y superar la impuni­
dad, la independencia de la Policía Nacional Civil,
respecto a la Fuerza Armada y la supresión de la
Dirección Nacional de Inteligencia, cambio que
llevará a que los servicios de inteligencia estatales
sean confiados a una nueva institución: el Orga­
nismo de Inteligencia del Estado.

El Capítulo 11 establece la creación de la Poli­
cía Nacional Civil, cuya misión es "proteger y ga­
rantizar el libre ejercicio de los derechos y liberta­
des de las personas, la de prevenir y combatir toda
clase de delitos, así como la de mantener la paz
interna, la tranquilidad, el orden y la seguridad pú­
blica tanto en el ámbito urbano como en rural'"?
Uno de los puntos más relevantes es la insistencia
en el compromiso de la nueva policía en la salva-

16. "Acuerdo de Paz". Ibíd.., pp. 103-104.
17. Ibíd., p. 110.
18. Ibíd., p. 112.
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guarda de la dignidad y los derechos de los ciuda­
danos, al igual que el encuadramiento de sus acti­
vidades en las exigencias de la democracia. Sobre la
estructura del cuerpo policial, se deja claro que esta­
rá subordinado a autoridades civiles ---en primera
instancia, al Presidente de la República-, que su
director podrá ser destituido por graves violacio­
nes a los derechos humanos y que internamente
contará con una Inspectoría General -bajo la au-

toridad del Director Ge­
neral-, "encargada de
vigilar y controlar las ac­
tuaciones de los servicios
operativos del cuerpo?",
Entre los cambios jurídi­
co-institucionales, susci­
tados en el marco de la
creación de la nueva poli­
cía, destacan, por un la­
do, la creación de la mis­
ma Policía Nacional Civil
y de la Academia Nacio­
nal de Seguridad Pública

--con tareas de selección y formación de agentes,
así como de evaluación anual de todo el personal
policial- y, por otro, la reestructuración del Mi­
nisterio del Interior, al cual se le adscribiría el
Viceministerio de Seguridad Pública, que tendría a
su cargo la relación con la institución policial.
Aunque la academia, aparentemente, tiene prima­
cía sobre la policía, más bien se trata de dos insti­
tuciones paralelas, cuyos directores generales son
nombrados por el Presidente de la República, y
subordinadas al ministro a cargo de la seguridad
pública.

El Capítulo III, aunque breve, trata sobre dos
instituciones claves para la administración de jus­
ticia y el respeto de los derechos humanos de los
ciudadanos: los cambios en el Consejo Nacional
de la Judicatura ---existente antes de la firma de
los acuerdos- y la creación de la Procuraduría
Nacional para la Defensa de los Derechos Huma­
nos. De la primera institución se apunta la necesi­
dad de asegurar su independencia, tanto de los ór­
ganos del Estado como de los partidos políticos,
así como de la integración en la misma no sólo de
jueces, sino de sectores sociales no relacionados
directamente con la administración de justicia. De
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la segunda, se deja asentada su responsabilidad
para hacer efectivo el cumplimiento del compromiso
de las partes de "identificar y de erradicar cua­
lesquiera grupos que practiquen violaciones sistemá­
ticas a los derechos humanos, especialmente la de­
tención arbitraria, los secuestros y el ajusticiamiento,
así como otras formas de atentado contra la liber­
tad, la integridad y la seguridad de la persona"!",

El Capítulo IV, mucho más breve que el ante­
rior, anuncia el compromiso de promover un pro­
yecto general de reformas al sistema electoral.
Aunque no se dice cuál debe ser el sentido de esas
reformas, es claro que deben apuntar a la democrati­
zación del sistema político. Se dice que una comi­
sión especial será la encargada no sólo de estudiar
el anteproyecto de reformas al Código Electoral,
presentado a la Asamblea Legislativa por el Con­
sejo Central de Elecciones, sino también de estu­
diar los aportes que puedan presentar sus miem­
bros o los expertos invitados para ese firr",

El Capítulo V es crucial para la construcción
de la democracia en El Salvador. En el mismo, se
busca responder a los desafíos que plantea la
"reunificación" de la sociedad, de la cual se dice
que tiene como "uno de sus requisitos el desarro­
llo económico y social del país", de forma tal que
se pueda facilitar el "desarrollo en beneficio de
todos los estratos de la población'?'. Todos los
puntos tratados en el artículo -unos de alcance in­
mediato y otros de mediano y largo alcance- están
orientados a generar el modelo socioeconómico
más justo y equitativo. Así, aborda el problema
agrario, el crédito para el sector agrario, las medi­
das necesarias para aliviar el costo social de los
programas de ajuste estructural, las formas conve­
nientes para la cooperación externa directa desti­
nada al desarrollo de las comunidades, la creación
de un Foro para la concertación económica y so­
cial, y un Plan de Reconstrucción Nacional. Es
claro que las medidas orientadas al tema agrario
pretenden atacar el sempiterno problema del atraso
y marginalidad de la población campesina, y no
sólo atender el desafío inmediato de la reinserción
de los ex combatientes de origen rural o la situa­
ción legal de las propiedades, en zonas otrora con-

19. Ibíd., p. 120.
20. Ibíd., p. 121.
21. Ibíd., p. 121.
22. Ibíd., p. 124.
23. Ibíd., p. 125.
24. Ibíd., p. 126.
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flictivas. Por su parte, las medidas para aliviar el
costo de los programas de ajuste son más que cla­
ras, en sus propósitos: proteger a los consumido­
res, facilitar el acceso de los trabajadores a las em­
presas privatizadas y diseñar programas de com­
pensación social que conduzcan al alivio de la ex­
trema pobreza. A la par de este rubro, está lo que
constituye, sin duda, la mayor innovación de los
acuerdos de paz, en materia socioeconómica: el
Foro de concertación económica y social. El obje­
tivo del Foro -formado con la participación igua­
litaria del Estado, de los trabajadores y los empresa­
nos-- tenía el mandato de "lograr un conjunto de
amplios acuerdos tendientes al desarrollo económico
y social del país, en beneficio de todos sus habitan­
tes... acuerdos a ser aplicados de inmediato para lo­
grar la estabilización, otros para atacar los proble­
mas económicos y sociales que se habrán de derivar
de la finalización del conflicto y otros propios de
la reconstrucción'?". Por último, el Plan de recons­
trucción nacional tiene como propósito el "desa­
rrollo integral de las zonas afectadas por el con­
flicto, la atención de las necesidades más inmediatas
de la población más afectada por el conflicto y de
los ex combatientes de ambas partes", para lo cual
"el gobiemo promoverá el desarrollo integral de las
actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, foresta­
les y agroindustriales y garantizará la prestación de
servicios sociales básicos, e iniciará la rehabilitación
de la infraestructura económica y social'?'.

El Capítulo VI trata de la participación política
del FMLN. Empero, no es tan extenso como se
podría creer, si se parte de la tesis de que lo único
que buscaban los acuerdos de paz era finalizar con
la guerra y propiciar una reforma política. Básica­
mente, en este capítulo se garantiza a los miem­
bros del FMLN el pleno ejercicio de sus derechos
civiles y políticos. Así, se les garantiza su incorpo­
ración, en plena legalidad, a la vida civil, política
e institucional. En esta línea, se legaliza al FMLN
como partido político, se garantizan espacios para
su desarrollo como partido y se suscribe el com­
promiso de proveer medidas de seguridad especia­
les para la protección de sus dirigentes, que así lo
requieran".
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Por último, el Capítulo VII está dedicado al
cese del enfrentamiento armado, del cual se afirma
es "un proceso irreversible, corto, dinámico y de
duración predeterminada, que debe aplicarse en
todo el territorio nacional de El Salvador?". Este
capítulo es el que plantea las medidas más inme­
diatas para superar el conflicto armado; es, por
consiguiente, el que ocupa la atención de las par­
tes, de la comunidad internacional y de los medios
de comunicación. Es el que consta, entonces, de la
mayor precisión y detalle, en cuanto al calendario
de su ejecución, así como sobre las exigencias de
la verificación a cargo de la misión de Naciones
Unidas (ONUSAL). No es, pues, el capítulo más
sustantivo de los acuerdos de paz, con todo y ser
el más llamativo, sino que es el más operativo. Su
ejecución garantizaba el fin de la guerra, pero no
más: el resto de los compromisos -políticos y
económico-sociales- era lo que venía después de
este primer paso.

En definitiva, la (re)lectura de los acuerdos de
paz deja ver aspectos relevantes de los mismos
que, a diez años de su firma y por diversos moti­
vos, se han venido dejando de lado. En primer lu­
gar, contienen unas exigencias de tipo político y
económico -que de haber sido cumplidas a
cabalidad- hubieran cambiado el rostro del país.
En este sentido, se trata de unos documentos de
gran valor histórico, no sólo porque con ellos se
terminó la guerra, sino también porque desde ellos
se perfila un nuevo modelo de sociedad más justa
y democrática.

En segundo lugar, se trata de unos documentos
en los que se mezclan, a veces de un modo poco
coherente, el pragmatismo y la utopía. Y no podía
ser para menos: se trata de terminar con una gue­
rra civil y de desmilitarizar a la sociedad -para lo
cual hay que adoptar medidas prontas y eficaces-,
pero también de construir una sociedad, en la cual
no haya razones para ir de nuevo a la guerra. A
diez años de su firma, el pragmatismo terminó por
imponerse; hay que recuperar la utopía presente en
la letra y el espíritu de los acuerdos de paz.

En tercer lugar, los documentos son la cristali­
zación de intereses políticos, ideológicos y econó­
micos no coincidentes en aspectos fundamentales.
Esto explica muchas de sus contradicciones, va­
cíos, puntos poco claros o incluso la aceptación

25. lbid., p. 126.
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(implícita o explícita) de dinamismos contrarios a
la democratización política y a la equidad social.
Es decir, los acuerdos de paz adolecen ~bra hu­
mana al fin- de múltiples imperfecciones, algu­
nas de ellas fruto de la premura -había que fir­
mar cuanto antes-, otras de la ignorancia -había
cosas no conocidas suficientemente por las par­
tes- y otras por mala fe -había que garantizar, a
como diera lugar, los propios intereses-.

Finalmente, por su misma naturaleza, los
acuerdos de paz han estado abiertos a las más di­
versas interpretaciones, desde el mismo momento
de su firma. Algunas de esas interpretaciones res­
ponden a un esfuerzo sincero para entender su al­
cance real, mientras que otras han estado encamina­
das simplemente a pervertir su significado. La más
socorrida desde los círculos oficiales -y cuasi
oficiales- ha sido la que ha hecho de la proble­
mática económico-social algo extrínseco a los
acuerdos de paz, siendo la política (y lo político)
lo único intrínseco a ellos. Lenta, pero de forma
irremediable, se pasó de una consideración de lo
económico-social como algo que vendría como
complemento de la reforma política -tal como se
sigue de una lectura atenta de los acuerdos de
paz- a una consideración de lo económico social
como algo que vendría después de aquélla, pero
sin estar sujetos al proceso desencadenado (y exi­
gido) por ellos. Como por arte de magia, la refor­
ma política --que estaba llamada a anteceder a la
reforma económico-social- terminó por hacerla
desaparecer del cuerpo de exigencias fundamenta­
les de los acuerdos de paz. Y ahora, terminada la
fiesta -diez años después de la firma de la paz-,
cada uno debe dedicarse a lo suyo: el pobre, a
sobrevivir como pueda, y el rico, a sus finanzas.

2. La dimensión política de los acuerdos de
paz

En virtud de la firma de los acuerdos de paz se
desencadenó el proceso de pacificación, reconci­
liación y reconstrucción de la sociedad salvadore­
ña. Tomando en cuenta el alcance de las reformas
planteadas por éstos, se pudo captar la dimensión
del conflicto social, político y económico en el
cual se encontraba inmersa la sociedad, antes de la
firma de los históricos documentos. De ahí que el
objetivo primordial de quienes concertaron la re-
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dacción y su firma haya sido la puesta en marcha
de mecanismos políticos institucionales que
coadyuvaran a la realización de los procesos des­
critos en ellos. .

Buena parte de la respuesta a la pregunta sobre
la importancia de los acuerdos de Chapultepec
para la vida política salvadoreña se encuentra en la
sección anterior. Los acuerdos constituyen la carta
fundacional de la nueva sociedad en construcción.
En este sentido, se han convertido en el punto
donde la nueva generación de políticos salvadore­
ños debe encontrar su fuente de inspiración. Tal
como muchos lo han sostenido, la firma de la paz
entre los insurgentes y el gobierno fue un acto au­
daz de ambas partes. De esta manera se puede de­
cir -además, queda ratificado en los documen­
tos- que los salvadoreños eligieron la vía política
para resolver los problemas que los enfrentaban.
"En ellos se plantearon metas que era ineludible
cumplir si se querían sentar las bases de un pro­
yecto de nación menos excluyente y más pluralista
y participativo'?",

En la decisión de poner fin al conflicto armado
por la vía política, los acuerdos de paz abrieron la
posibilidad de construir una nueva sociedad. Des­
de este punto de vista, los logros de los acuerdos
son inestimables, y constituyen una herencia segu­
ra de la cual las distintas generaciones de salvado­
reños -las de hoy y de mañana- son, en última
instancia, deudoras. Su relevancia para la sociedad
de hoy reside en el hecho de la pacificación a la
cual dieron lugar. Para las generaciones futuras
significa, en cambio, una lección de cómo se de­
ben abordar y enfrentar los conflictos sociales. En
fin, la firma de los acuerdos de paz, "dejó como
uno de sus saldos positivos un sistema político re­
lativamente establecido, en el cual precisamente se
insertó la izquierda'?",

2.1. Los logros

Dicho lo anterior, cabe destacar algunos logros
esenciales a los que dieron paso los acuerdos de
paz. Uno de los más importantes, sin duda, ha sido
la institucionalización del tema de los derechos
humanos. Provenientes de una sociedad del laissez
[aire y del bon vouloir de la autoridad, los acuer-

dos de paz han logrado poner el cimiento para la
edificación de una sociedad respetuosa de las le­
yes y de las instituciones; una sociedad, en fin, que
acepta el principio de la integridad de sus miembros.
Por eso, era necesaria la creación de una nueva
institucionalidad, en sintonía con los deseos de
respeto de los derechos humanos. Más adelante se
aborda en detalle el tema de la nueva instituciona­
lidad forjada al calor de los acuerdos de paz; aquí
abordaremos algunos de los aspectos más relevan­
tes de la democratización política de El Salvador,
las propuestas orientadas a renovar la vida política
nacional. En efecto, como corolario de las trans­
formaciones en la institucionalidad del país, junto
con el deseo de pacificar a la sociedad salvadore­
ña, los acuerdos de paz previeron una serie de me­
didas para asegurar la participación plena de todos
los actores sociales en la dinámica política del
país, lo cual constituye uno de los mayores logros
políticos de estos históricos documentos.

2.1.1. La participación política

La participación plena en la vida política y con
todas las garantías de ley ha sido un elemento
prioritario para los firmantes de los acuerdos de
paz. Es desde esta óptica que David Escobar Ga­
lindo consideró que los acuerdos han sido una de­
cisión política para "que los militares dejen la po­
lítica y se queden en sus cuarteles, y la guerrilla deje
las armas y actúe en politica?". La práctica política
no sólo conocía grandes deficiencias, donde el
fraude y los arreglos entre los grupos oligárquicos
para mantenerse en el poder eran la regla. Tam­
bién, como consecuencia de lo anterior, un buen
segmento de la población no podía participar en
esta vida política. Además, la Fuerza Armada dic­
taba las reglas de juego, siempre de conformidad
con los intereses de los más pudientes.

Es desde esta perspectiva que se puede hablar
de la revolución que significaron para la dinámica
política las nuevas reglas de participación política,
dictadas por el documento, firmado en el Castillo
de Chapultepec. Se trataba de sacar a las fuerzas
armadas del juego político. Pero también, y lo más
importante, de incluir a los demás salvadoreños en
la lucha democrática por el poder. Desde esta
perspectiva, no se podía pedir más al documento

26. Luis Armando González, "Acerca de la transición a la democracia", en ECA, 573-574, p. 633.
27. Ibíd., p. 633.
28. Editorial, "1992: Colgados de la brocha". El Diario de Hoy, 4 de marzo de 2002, p. 21.
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de paz. Adicionalmente, en la práctica, desde su
firma, todas las fuerzas políticas nacionales se han
podido expresar con libertad sobre el funciona­
miento de la política, en el país. Las fuerzas insur­
gentes pasaron, en poco tiempo de estar proscritas,
a ocupar la segunda casilla, en cuanto a fuerza po­
lítica se refiere.

Esa pluralidad en la oferta política permite
constatar la amplitud de visión sobre la marcha de
la vida nacional. Hasta antes de los acuerdos de
paz, gracias a los variopintos malabares de los sec­
tores más conservadores, se había logrado mante­
ner a raya a sectores políticos muy importantes.
Los acuerdos de Chapultepec permitieron dar al
traste con esta aspiración de la derecha más retró­
grada. Esto hizo justicia a quienes se sitúan a la
izquierda del espectro político. Empero, lo más im­
portante de esta medida ha sido la paz política que
lrajeron a El Salvador. En efecto, tal como lo reite­
raron los principales protagonistas, en aquellos
momentos, era absurdo pretender silenciar la voz
de una cantidad enorme de salvadoreños. De esta
manera, no sólo se dio cabida a la izquierda, sino
también a la posibilidad de que las demandas so­
ciales pudieran expresarse con menos restricciones
que antes. Esto último es lo primordial de la aper­
tura política que supuso la nueva institucionalidad
política, luego de la firma de los acuerdos de paz.

Lo anlerior no significa que no haya imperfec­
ciones o que, de alguna manera, no haya que se­
guir perfeccionando los mecanismos por los cuales
se expresa esa pluralidad de demandas y visiones
sobre la realidad política. Lo que aquí se quiere
asegurar es que los acuerdos de paz trajeron una
apertura política extraordinaria. Esto se nota en las
decisiones que se tomaron para asegurar la partici­
pación, en igualdad, de condiciones de todos los
miembros de la sociedad en la vida política, lo
cual constituye el punto principal que marca la di­
ferencia con el antiguo régimen.

2.1.2. El Tribunal Supremo Electoral

En el contexlo de la nueva dinámica política
inaugurada, el Tribunal Supremo Electoral consti­
tuye otra de las instituciones fundamentales. En la
medida en que los partidos políticos, expresión de
las diversas sensibilidades de la sociedad, jueguen
un papel primordial en el nuevo sistema político
inaugurado, hay que contar con un tribunal electo­
ral con la suficiente representatividad para garanti­
zar las reglas del juego.
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No cabe duda de que el mecanismo de confor­
mación del tribunal electoral, donde los magistra­
dos son representantes nombrados por los parti­
dos, obedece a cierta voluntad de proteger los inte­
reses de los diferentes sectores políticos. En este
sentido, dicha inslitución desempeña un papel im­
portante en la nueva arquitectura que garantiza la
participación política de los salvadoreños. Con
todo, es difícil augurar un cambio demasiado pre­
cipitado, en la conformación de este organismo.
Todo cambio que negara a los representantes de los
partidos su derecho a ser defensores de estos últi­
mos, tendría que contar con su beneplácito y ello,
de alguna manera, simbolizaría la plena confianza
de que es imposible que se vuelva a prácticas del
pasado, cuando el juego político se decantaba a
partir de las aspiraciones de los sectores económi­
camente dominanles, sin lomar en cuenta la volun­
tad real de los votantes. De ahí que el Tribunal
Supremo Electoral desempeñe un papel de primer
orden en esta nueva institucionalidad política,
creada por los acuerdos de paz. Su buen funciona­
miento no sólo garantiza la limpieza del juego de­
mocrático, en la medida en que se respeten las de­
cisión de los votantes, sino que también propor­
ciona una plataforma a los partidos representados
para que puedan defender sus inlereses.

2.2. Los límites

Los acuerdos de paz representan la decisión
más audaz de los salvadoreños para garantizar la
vida en común, con un mínimo de dignidad para
los ciudadanos. Ahora bien, diez años después,
¿qué se puede decir del cumplimiento de los
acuerdos de paz, en su dimensión política? Esta
interrogante obliga a caer en la cuenta de los Iími­
les de los acuerdos, cuya asunción constituye, evi­
dentemente, un desafío para la sociedad. Hay que
emprender esta tarea, no sólo para señalar los erro­
res o las insuficiencias de los documentos de Cha­
pultepec, sino también, y lo más importante, para
seguir renovando las instituciones sociales, de ma­
nera que puedan responder a los retos de una so­
ciedad con vocación democrática. Desde esta ópti­
ca, hay que denunciar cualquier argumento que
considere a los acuerdos como algo superado,
cuya vigencia tan sólo estaba relacionada con el
desarme de los rebeldes y la retirada de los milita­
res del escenario político nacional.

Quien sostiene tal punto de vista, aunque fue­
ra uno de los negociadores, no sólo no ha entendi-
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do el espíritu del documento que contribuyó a ela­
borar, sino que nunca entendió el origen de las
taras que llevaron a la sociedad salvadoreña al
conflicto armado". En este sentido, los acuerdos
de paz tienen una vigencia más allá de la coyuntu­
ra política en la cual se firmaron: deben ser consi­
derados como la carta de presentación de la nueva
sociedad en construcción. De ahí que las institu­
ciones a que dieron paso se deban revisar con ojos
críticos, examinando su funcionamiento y pregun­
tándose si sus debilidades son inherentes a lo plan­
teado en los documentos. Ello significa tomar dis­
tancia del planteamiento de los firmantes de los
acuerdos, porque todo parece indicar que, en algu­
nos casos, aquéllos no alcanzaron a vislumbrar la
magnitud de su aporte.

Es evidente el carácter elitista de los acuerdos,
lo cual ha hecho que buena parte de los salvadore­
ños se desvincule de ellos. Es decir, la paz fue
concebida, en última instancia, como un ejercicio
de reconciliación política entre las cúpulas oficia­
listas e insurgentes. Esta visión se ha llevado al
terreno del funcionamiento de 'las instituciones
creadas, lo cual ha comprometido su desempeño,
en la línea del mandato asignado. Es una idea que
no sólo ha estado presente durante el proceso de
negociación y de firma del mencionado documen­
to, sino también en su proceso de ejecución.

Así, lo que Irasluce el análisis del proceso de
paz a lo largo de estos diez años es que muchos de
los protagonistas de la suscripción de los acuerdos
de paz lo han interpretado como un compromiso
para satisfacer a la otra parte. El tono de las discu­
siones entre la derecha y la izquierda sobre algu­
nos temas de cumplimiento específico pone de
manifiesto esta tendencia, cuando, al contrario, la
discusión acerca de las fallas en el cumplimiento
de los acuerdos se debería tomar no como una fal­
ta con la palabra empeñada, sino también -y lo
más importante- como un atropello a la nueva
sociedad, a cuya construcción responden, en últi­
ma instancia. Sin embargo, los acuerdos casi nun-

ca han sido vistol de Cita m.ner., lo cual ha teni­
do repercusiones negatlvall sobre las Instituciones
creadas y su buen funcionamiento.

Es así como se puede afinnar que, a diez años
de la firma de los acuerdos de paz, el principal
problema del sistema poHtico ha sido su incapaci­
dad para tomar en cuenta las demandas de la ma­
yoría de salvadoreños. Y ello no está relacionado
con el respeto que debía guardarse a los compro­
misos adquiridos, sino más bien al espíritu con
que se ha abordado la nueva sociedad a construir.
Entonces el problema principal, en cuanto a los
límites de los acuerdos de paz, debe enfocarse des­
de el punto de vista de la capacidad de los docu­
mentos para vincular la política con la vida y las
necesidades concretas de los salvadoreños.

Visto así, no cabe duda de que los acuerdos de
paz han propiciado cambios importantes, en la diná­
mica de funcionamiento de la sociedad salvadoreña.
Pero, se han quedado cortos a la hora de considerar
la imperiosa necesidad de una nueva configuración
del sistema sociopolítico, de tal manera que incidie­
ra en las relaciones de poder de la sociedad. Los
actores no llegaron a dar este paso. Y, pese a que
cuando una lectura pausada del documento permite
entrever ese deseo, sin embargo, no se ha logrado
concretizar. Esto se nola en la disputa que actual­
mente existe entre protagonistas de izquierda y de­
recha sobre el cumplimiento o no de los acuerdos.
El síntoma más significativo es que ninguno de los
protagonistas ha pedido a la sociedad salvadoreña
una evaluación del cumplimienlo de los acuerdos. Y
en ello reside el verdadero problema. La puesta en
práctica de los acuerdos se ha hecho de espaldas a
los salvadoreños y sin su participación. Se ha queda­
do en una discusión de las cúpulas de las partes en
conflicto, cuyos líderes se acusan mutuamente de
entorpecer el proceso de democratización. Sólo des­
de esta óptica se puede entender la angustia de la
derecha para dar por cerrado el cumplimiento de
los acuerdos de paz, cuando la democratización de
la sociedad es aún una tarea pendiente.

29. Para el caso, ésta es la interpretación que hace Salvador Samayoa en su libro El Salvador, la reforma pactada
(UeA Editores, San Salvador, 2(01). El autor dice lo siguiente (p. 23): "en sentido estricto -para bien y para
mal-, en la agenda ni siquiera se incluyó como materia de discusión la política económica del gobierno. Lo que
estaba en el tapete era un concreto programa de reformas políticas impostergables y muy razonables, cuya
concertación, por cierto, bien pudo haberse producido mucho tiempo atrás, a partir de dinamismos menos
traumáticos, si tan sólo el bloque de fuerzas dominantes en El Salvador hubiera sido un poco más civilizado y
moderno".
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[...] los acuerdos de paz trajeron
una apertura política extraordinaria.
Esto se nota en las decisiones que se

tomaron para asegurar la participación,
en igualdad, de condiciones de todos

los miembros de la sociedad en la vida
política, lo cual constituye el punto
principal que marca la diferencia

con el antiguo régimen.

3. Los acuerdos de paz en materia socioeconó­
mica

En el tema socioeconómico es donde se en­
cuentran los principales déficit en el cumplimiento
de los acuerdos de paz, comenzando con aspectos
elementales de asistencia
estatal al sector agrope­
cuario hasta llegar a te­
máticas con complejas
implicaciones sobre el
modelo económico pro­
movido por el gobierno y,
por lo mismo, de compli­
cada implementación. Pre­
cisamente, uno de los
atascos de los acuerdos
en esta materia es la con­
tradicción intrínseca entre
el modelo económico de
ARENA, configurado en
la década de los noventa,
y la propuesta para fortalecer el papel de regula­
ción y apoyo al desarrollo económico por parte del
Estado --con la participación de los trabajado­
res-, que aparece en el texto de Chapultepec.

Una de las propuestas en esta materia fue la
incorporación de "medidas para aliviar el costo del
ajuste estructural", lo cual es un reconocimiento
explícito de que las políticas económicas guberna­
mentales tendrían impactos desfavorables, que
obligaban a adoptar medidas de compensación. Al
mismo tiempo, se proponían disposiciones de ca­
rácter estructural, como la transferencia de tierras,
la intervención del Estado para distribuir el crédito
del sistema financiero y el fortalecimiento de la
inversión pública, para apoyar de forma técnica la
producción agropecuaria.

Estas características permiten afirmar que los
acuerdos tenían dos diferentes espacios tempora­
les. Primero, porque proponían medidas para re­
solver contradicciones estructurales preexistentes
y, segundo, porque también incluían prevenciones
para mitigar los impactos de futuras medidas de
política económica. Esto último suponía también
una aceptación del modelo económico del primer
gobierno de ARENA, un elemento implícito bastan­
te congruente con el aval que, deliberada o incons­
cientemente, el FMLN ha dado a las privatiza-

ciones y a la reestructuración del presupuesto na­
cional.

Así, los acuerdos de paz proponen medidas
de distinto carácter, unas de carácter correctivo y
otras de carácter prospectivo. Escribimos esto últi-

mo, en el sentido de que,
aunque los acuerdos acep­
taban la implementación
de lo que en los documen­
tos fue denominado "ajus­
te estructural", buscaron
también favorecer a sec­
tores que tradicionalmen­
te han recibido poca aten­
ción --como la población
rural y aquella más afec­
tada por la restricción en
los servicios sociales-, o
por la reducción del em­
pleo e ingresos a lo largo
del conflicto. Sin embar­

go, lo cierto es que el denominado "Tema econó­
mico-social" fue el más descuidado en el proceso
de cumplimiento de los acuerdos y no hubo avan­
ces en todas las materias que fueron pactadas. Al
contrario, se observa que, en muchos casos, la
misma lógica de las medidas de política económi­
ca y social del gobierno de Armando Calderón Sol
fueron apuntando cada vez más hacia la creación
de condiciones totalmente contrarias al ideario,
plasmado en los acuerdos de paz. Esto último hace
necesario revisar, al menos de manera sumaria, las
principales características y efectos del proceso de
reforma (o, mejor dicho, de liberalización) econó­
mica experimentado por El Salvador en la década
de los noventa, antes de analizar el contenido del
renglón socioeconómico de los acuerdos y las me­
didas que se adoptaron para su cumplimiento.

3.1. La evolución de la economía salvadoreña
durante los noventa

Durante estos diez años de implementación de
los acuerdos de paz, ha sido cada vez más eviden­
te el hecho de que las dinámicas generadas por las
reformas económicas de ARENA configuraron un
escenario desfavorable para la implementación de
muchos aspectos relacionados con el tema econó­
mico-social propuesto en los acuerdos". Muchas

30. Para una mayor información sobre el impacto de la política económica de ARENA a nivel macro y microeconómi­
CO, ver C. Acevedo, El Salvador 1999: Estabilidad macroeconomica y reformas estructurales, San Salvador, 2000.
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[oo.] a diez años de la firma de los
acuerdos de paz, el principal problema

del sistema político ha sido su
incapacidad para tomar en cuenta las

demandas de la mayoría de
salvadoreños. Y ello no está relacionado
con el respeto que debía guardarse a los
compromisos adquiridos, sino más bien

al espíritu con que se ha abordado la
nueva sociedad a construir.

de las implicaciones de los programas de privati­
zación, "modernización" del Estado y control del
déficit fiscal han tenido que ver directa e indirec­
tamente con el incumplimiento de algunos de los
compromisos asumidos por el gobierno de Alfredo
Cristiani, en 1992. Medidas como la desgravación
arancelaria han tenido un impacto negativo en el
mercado de productos agropecuarios; algunas dis­
posiciones han minado la
capacidad del Estado
para desarrollar políticas
públicas exitosas (como
la eliminación del Minis­
terio de Planificación Eco­
nómica y Social y el vir­
tual desmantelamiento
del Ministerio de Agri­
cultura y Ganadería);
otras más han creado
condiciones desfavora­
bles para el estímulo de
la producción agrope­
cuaria y de la micro y pe­
queña empresa (como la
reprivatización del siste-
ma financiero).

En su conjunto, las reformas económicas eje­
cutadas por los tres gobiernos consecutivos de
ARENA han contribuido y se han acomodado a un
modelo de desarrollo fundamentado en los flujos
económicos, generados por las remesas familiares y
la maquila textil --que ha proliferado a la sombra
de la Iniciativa para la Cuenca del Caribe (lCC) de
Estados Unidos-o Así, las remesas familiares re­
presentan el 12 por ciento del Producto Interno
Bruto y el 95 por ciento del déficit de la balanza
comercial, mientras que la maquila textil genera
cerca del 60 por ciento de las exportaciones totales
brutas y un estimado de 65 000 empleos, que re­
presentan cerca del 15.4 por ciento del empleo in­
dustrial yel 2.8 por ciento del empleo total de la
economía salvadoreña.

En este escenario, el fomento de la producción
y de las exportaciones desde los sectores producti­
vos nacionales ha perdido atractivo para quienes
formulan las políticas económicas. La peor parte
se la ha llevado el sector agropecuario, el cual ha
venido perdiendo importancia dentro del Producto

Interno Bruto (PIB), al pasar del 16.5, en 1992, al
12.5 por ciento, en 2()()(}". La Indu!ltria no ha co­
rrido una suerte tan mala, pero tampoco ha sido
una de las ganadoras del proceso, pues apenas ha
incrementado su participación del 22.7 al 23.2 por
ciento, en los años mencionados. En cambio, el
sector financiero elevó su participación del 2.3 al
3.9 por ciento del PIB~2.

Aparte de estas parti­
cularidades de los patro­
nes de crecimiento, es im­
portante mencionar que
éste tuvo dos etapas muy
diferentes: una caracteri­
zada por un fuerte impul­
so de la producción, la
cual incluso llegó a crecer
a tasas del 6 y 7 por cien­
to, entre 1992 y 1995; Y
otra, a partir de 1996, en la
cual las tasas de creci­
miento experimentaron
una notable reducción,
como consecuencia de la
restricción monetaria, im­

plementada en aquel entonces. Pese a que se alivió
la presión para impulsar medidas de restricción mo­
netaria, la desaceleración se ha prolongado hasta el
año 2001, de tal suerte que la tasa de crecimiento
cayó al 1.8 por ciento y sigue mostrando tenden­
cias hacia la reducción.

Con todo, lo cierto es que la década en men­
ción ha estado caracterizada por una relativa esta­
bilidad macroeconómica, manifiesta en la paulati­
na reducción de las tasas de inflación (desde el
19.9, en 1992, al 3 por ciento, en 2001), en la
estabilidad del tipo de cambio (que luego fue an­
clada legalmente con la dolarización, a partir del
año 2001) Y en un incremento de las reservas in­
ternacionales netas (RIN). Esto ha sido posible
sólo gracias al impacto que han tenido las remesas
familiares, que son las que, en definitiva, permiten
compensar el saldo negativo de la balanza comer­
cial y de pagos, incrementar las reservas interna­
cionales netas, mantener estable el tipo de cambio
y, de esa manera, controlar una importante presión
inflacionaria. Más aún, las remesas familiares han

31. Cfr. Revista Trimestral, Banco Central de Reserva, varios números.
32. /dem.
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permitido aumentar los niveles del consumo y del
ingreso nacional, el cual ha sido satisfecho, en su
mayor parte, por el incremento de las importacio­
nes y no tanto por el aumento de la producción
doméstica. Prueba de ello es el modesto desempe­
ño de los sectores productivos. En cierta forma,
esta "holgura" económica ha permitido al gobier­
no darse el lujo de ignorar de forma sistemática el
impacto negativo de sus políticas y sus omisiones
sobre los sectores productivos.

3.2. El contenido económico-social de los acuer­
dos de paz

Dentro del texto de los acuerdos de paz pueden
distinguirse ocho grandes áreas dedicadas al tema
económico y social":

(a) Problema agrario contempla medidas que
afectaron a dos tipos de propiedades rurales que
debían ser transferidas a campesinos y pequeños
agricultores sin tierras: las excedentes de 245 hec­
táreas y las tierras estatales, que no fueran reservas
forestales. Además, se contempló la creación de
una línea de financiamiento para adquirir las tie­
rras a precios de mercado y una unificación de la
legislación agraria, la cual se consideraba con "va­
cíos y contradicciones", que obligaban a la elabora­
ción de un Código Agrario, cuyo anteproyecto de­
bía ser presentado por el gobierno a la Asamblea
Legislativa en un "plazo no mayor de 12 meses".

(b) Tierras en zonas conflictivas establece la
elaboración de un inventario de las tierras, consi­
deradas como controladas por el FMLN y ubica­
das en zonas conflictivas, que luego sería verifica­
do por una comisión ad hoc, con la finalidad de
proceder a su transferencia, en condiciones simila­
res a las enunciadas en el literal anterior.

(c) Tierras ocupadas plantea que el acuerdo
entre el gobierno y las organizaciones campesinas,
suscrito el 3 de julio de 1991 -el cual limitaba los
desalojos--, debía ser respetado y que todas las ocu­
paciones ocurridas después de esa fecha debían, a
juicio del FMLN, ser solventadas por la vía de la
concertación, aunque el gobierno deja constancia
que se "reserva el derecho de aplicar la ley a fin
de garantizar la vigencia del Estado de derecho".

(d) Crédito para el sector agropecuario y para
la micro y pequeña empresa establece cuatro as-

33. "Acuerdo de Paz", en ECA, op. cit., pp. 121-126.
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pectos principales: primero, que el gobierno "vela­
rá porque el sistema financiero nacional cuente
con los recursos suficientes para atender la deman­
da crediticia" para el agro, la pequeña producción
campesina, las cooperativas agropecuarias y la
micro y pequeña empresa; segundo, la participa­
ción de los sectores destinatarios, "tanto en el di­
seño como en la administración de programas";
tercero, la asistencia técnica; y cuarto, la gestión
"de recursos externos adicionales con el propósito
de incluir las nuevas necesidades del sector"
agropecuario.

(e) Medidas para aliviar el costo del ajuste es­
tructural, que contemplaban tres aspectos específi­
cos: protección al consumidor, a través de la
promulgación de una ley específica y la creación
de una Dirección General de Defensa del Consu­
midor; medidas para permitir el acceso de los tra­
bajadores a la propiedad de las empresas privatiza­
das o por privatizar, y, la adopción de programas
de alivio a la extrema pobreza.

(f) Fomento de la cooperación externa para el
desarrollo comunal establece que el gobierno debe
facilitar la cooperación externa privada y oficial,
creando mecanismos institucionales y legales que
permitan a las organizaciones sociales y no guber­
namentales desarrollar acciones que pueda consta­
tarse son de "desarrollo integral".

(g) Instalación del Foro de Concertación Eco­
nómica y Social con el objetivo de "lograr un con­
junto de amplios acuerdos tendientes al desarrollo
económico y social". El Foro presentaría al go­
bierno propuestas de reformas laborales para crear
un "clima de armonía en las relaciones de trabajo"
y promover el desarrollo de comunidades urbanas
y marginales, afectadas por el conflicto.

(h) Ejecución del Plan de Reconstrucción Na­
cional, el cual sería elaborado por el gobierno,
pero sería discutido con el FMLN. Siendo sus
"objetivos principales el desarrollo integral de las
zonas afectadas por el conflicto, la atención de las
necesidades más inmediatas de la población afec­
tada por el conflicto y de ex combatientes de am­
bas partes y la reconstrucción de la infraestructura
dañada". El apartado finaliza haciendo "un llama­
do a la comunidad internacional para que brinde el
mayor apoyo posible a las gestiones de recauda-
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Durante estos diez años de
implementación de los acuerdos de paz,
ha sido cada vez más evidente el hecho

de que las dinámicas generadas por
las reformas económicas de ARENA

configuraron un escenario desfavorable
para la implementación de muchos
aspectos relacionados con el tema

económico-social propuesto
en los acuerdos.

ción" y estableciendo el papel de asesor y facilita­
dor de la asistencia internacional.

Las medidas adoptadas en relación con el pro­
blema agrario se centraron en los procesos de
transferencia de tierras estatales, que no fueran re­
servas forestales. El problema más importante sur­
gió con la transferencia de las tierras excedentes a
las 245 hectáreas, la cual avanzó a paso más lento.
En cambio, el Código Agrario aún no ha sido
aprobado.

La transferencia de tie-
rras en las zonas ex con­
flictivas y de las tierras
ocupadas siguió un largo
y tortuoso camino, por el
callejón sin salida inicial,
surgido en la puesta a
punto del inventario de
tierras, elaborado por el
FMLN y, luego, por los
procedimientos derivados
de los trámites de compra
venta que, aun y cuando
contaron con condiciones
especiales, no estuvieron
exentos de retrasos, recla-
mos y contrarreclarnos".
Un estimado de tierras afectadas por el denomina­
do Programa de Transferencia de Tierras ronda las
147 662 manzanas", una cantidad que representa
cerca del 85 por ciento de la extensión mínima a
ser transferidas, según el inventario propuesto por
Naciones Unidas y luego aceptado por ambas par­
tes". En buena medida, este tema puede conside­
rarse cumplido, al menos a satisfacción de las par­
tes, pues no ha figurado dentro de los principales
señalamientos de incumplimiento del FMLN. El
cumplimiento de este acuerdo afectó cerca del 10
por ciento del total de tierras agrícolas de El Sal­
vador, lo cual implica un cambio nada desprecia­
ble en la estructura de propiedad. Al añadirse al 22
por ciento de tierras agrícolas transferidas con el
proceso de la reforma agraria de la década de

1980, resulta que el 32 por ciento del total de las
tierras agrícolas del país ha "Ido transferido a pe­
queños campesinos sin tierra, cooperativas o ex
combatientes. Cabe tomar en cuenta, empero, que
la historia salvadoreña reciente ha mostrado que la
transferencia de tierras no necesariamente garanti­
za la generación de un escenario propicio para el
desarrollo rural.

En tercer lugar, el crédito para el sector agro­
pecuario y la micro y pequeña empresa no ha sido

uno de los ámbitos privi­
legiados por el cumpli­
miento de los acuerdos
de paz. De hecho, puede
constatarse todo lo con­
trario, al examinar los
datos del sistema finan­
ciero y de las institucio­
nes encargadas de fo­
mentar la pequeña pro­
ducción agropecuaria y de
la micro y pequeña em­
presa. En 1992, se otor­
gaban 3 383 millones de
colones (386.6 millones
de dólares), en concepto
de crédito para el sector

agropecuario, dentro de los cuales se contempla­
ban 22.5 millones de colones (2.57 millones de
dólares) para cultivar maíz", Estos representaban
el 21 y 0.14 por ciento, respectivamente, del total
del crédito otorgado por los bancos comerciales.
En el año 2000, los montos otorgados para bancos
comerciales y las instituciones financieras del sec­
tor agropecuario aumentaron a 323.7 millones de
dólares", pero perdieron importancia relativa,
pues sólo representa el 6.8 por ciento del total del
crédito otorgado. Al cultivo del maíz se destinaron
1.1 millones de dólares, lo cual no sólo refleja una
caída en términos de valor absoluto, sino también
una virtual desaparición de este sector como sujeto
de crédito: recibió el 0.02 por ciento del total. En
este período, el Banco de Fomento Agropecuario

34. Cfr. A. Á1varez, J. M. Chávez, Tierra, conflicto y paz. San Salvador, CEPAZ, 2001 y Proceso 505,514,519,
530,571,574 Y 583. .

35. Acta de evaluación final del Programa de Transferencia de Tierras. Gobierno de El Salvador, FMLN y Naciones
Unidas, octubre de 1998. Citada por Álvarez y Chávez.

36. Cfr. Proceso 536.
37. Cfr. Revista Trimestral.
38.ldem.
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asignó crédito, aunque de poca consideración: 564
millones de dólares, en 1994, y 700 millones, en
2000, el 2.9 Y 1.6 por ciento del total de crédito
otorgado por la banca, en esos mismos años, res­
pectivamente. Los grandes ganadores han sido los
sectores de la construcción, el comercio y los ser­
vicios, cada uno de los cuales incrementó en cinco
puntos porcentuales su participación en el crédito
total en el período 1992-2001 ~9. En este contexto,
no es de extrañar la recesión del sector agrope­
cuario, observada en la mayor parte de la década
recién pasada.

Cabe destacar que, con los datos disponibles,
es difícil hacer una evaluación del crédito para la
micro y pequeña empresa. Sin embargo, en mu­
chas ocasiones, los representantes de las gremiales
del sector han expresado que la ausencia de crédi­
tos y de una banca de fomento son dos de los gran­
des vacíos de la política gubernamental". En todo
caso, un dato que arroja luz sobre la problemática
es que el gobierno considera como micro y peque­
ña empresas a aquellas empresas con activos me­
nores a un millón de colones, lo cual, para gremia­
les empresariales como la Asociación de Media­
nos y Pequeños Empresarios de El Salvador
(AMPES), es demasiado amplio, pues, desde su
punto de vista, microempresa es aquella con acti­
vos menores a los doscientos mil colones.

En cuarto lugar, en cuanto a las medidas para
mitigar el costo del ajuste estructural, lo más
destacable ha sido la promulgación de la Ley de
Protección al Consumidor y la creación de la Di­
rección de Protección al Consumidor. Así, inde­
pendientemente de si las medidas fueron o no
efectivas, puede decirse que el mandato de los
acuerdos, en materia de protección al consumidor,
se cumplió. En cambio, no se ha facilitado el acce­
so de los trabajadores a la propiedad de las empre­
sas privatizadas, ya sea por ausencia de líneas de
crédito, por la fuerte inversión necesaria o por una
combinación de ambas. Las inversiones en las em­
presas de distribución de electricidad, telefonía y
del sistema financiero han provenido sobre todo
de empresas transnacionales o de grandes empre­
sas domésticas.

Cabe señalar que las medidas para aliviar la
pobreza extrema han formado parte del discurso

39.lbíd.
40. La Prensa Gráfica, 1 de junio de 1999, p. 14-b.
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de los tres gobiernos de ARENA. Sin embargo,
éstos han elaborado políticas que, en muchos ca­
sos, atentan contra la prestación de servicios bási­
cos. Resulta emblemático que el hospital público
cobre por sus servicios, bajo el concepto de la lla­
mada "cuota social". El combate contra la pobreza
extrema continúa siendo un reto de grandes di­
mensiones, en especial de cara al permanente im­
pacto de desastres socionaturales de pequeña, me­
diana y "gran" envergadura y del efecto acumula­
tivo del impacto del ajuste. Sólo por efecto de los
terremotos de enero y febrero de 2001 se estima
que la pobreza extrema se incrementó en 2.2 pun­
tos porcentuales, en el ámbito nacional.

El grado de cumplimiento de este acuerdo se
puede constatar al observar la evolución del gasto
social, integrado por los presupuestos de educación,
salud, vivienda y trabajo y previsión social. En
1994, el gasto social representaba el 3.8 por ciento
del Producto Interno Bruto (PIB), lo cual era, sin
duda, una cantidad relativamente baja, en relación
a lo observado en la década de lo setenta, cuando
el gasto social representaba más del 6 por ciento
del PIB. En el año 2002, el gasto social ha llegado
al 5.3 por ciento del PIB, lo cual representa un
importante avance desde 1994, pero éste todavía
se encuentra por debajo del nivel observado en los
setenta, cuando la situación tampoco era buena, pero
sí mejor que ahora, al menos en lo que se refiere a
este asunto. En realidad, las dinámicas contra la po­
breza más significativas son generadas por los
abultados flujos de remesas familiares. De hecho,
el gobierno las ha incluido en el ingreso, a la hora
de calcular la pobreza, en 1993, con lo cual las
cifras oficiales comenzaron a mostrar una reduc­
ción gradual de la misma. Es decir, la causa prin­
cipal de esa disminución no es el impacto de las
políticas económicas y sociales gubernamentales.

En quinto lugar, la gestión de la cooperación
internacional para el desarrollo comunal ha sido
un campo de trabajo copado por organizaciones no
gubernamentales y el Programa de Naciones Uni­
das para el Desarrollo (PNUD). En la práctica, el
gobierno parece estar más interesado en obtener
una cooperación mayor de los emigrantes, injusta­
mente denominados "hermanos lejanos". Además,
en cierta medida, no ha habido necesidad de recu­
rrir a la ayuda internacional, pues ésta ha fluido
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casi por inercia, como apoyo espontáneo al plan
de reconstrucción nacional primero y a los progra­
mas de reconstrucción después del Mitch y de los
terremotos, después. De hecho, la gestión y la cap­
tación de fondos es una consecuencia de la solida­
ridad de la comunidad internacional. Con todo, no
puede negarse que los gobiernos de ARENA no
han puesto mayores trabas al funcionamiento de
organizaciones no gubernamentales y comunita­
rias. Aquéllas, de hecho, gozan de exenciones fis­
cales.

En sexto lugar, el Foro de Concertación Eco­
nómica y Social tuvo una vida efímera, debido a la
imposibilidad práctica de que gobierno, empresa
privada y el sector laboral se pusieran de acuerdo
en temas clave como el salario mínimo o las ya
concitadas revisiones al "marco legal en materia
laboral". Lo cierto es que la empresa privada no
tiene interlocutor y se ha dedicado a generar pro­
puestas de nación, que sólo incluyen su perspecti­
va, como la denominada Estrategia Nacional de
Desarrollo. Entre los contenidos programáticos de
esa estrategia se encuentra el tema de la f1exibili­
zación laboral, lo cual genera resistencias en el
sector laboral, puesto que propone el subempleo o
pagar jornadas parciales, de acuerdo a las necesi­
dades del empleador". Prescindiendo de su perti­
nencia, la flexibilidad laboral plantea nuevos focos
de conflicto social y refleja el distanciamiento
existente entre las posturas de los empresarios y
los trabajadores.

Por último, el Programa de Reconstrucción
Nacional fue realizado con relativa celeridad.
Contempló la inversión de 925.43 millones de dó­
lares y supuso un dramático impulso para la inver­
sión pública, lo cual apuntaló los intensos proce­
sos de crecimiento económico, registrados en los
dos o tres años posteriores a los acuerdos de paz.
En buena medida, el proceso estuvo condicionado
y fue impulsado por la asistencia financiera inter­
nacional",

En suma, los acuerdos en materia económico­
social tienen un contenido con profundas implica­
ciones sobre las formas de propiedad y el papel
del Estado en la economía. Los procesos de trans­
ferencia de tierras y el fomento de la participación
de los trabajadores en las empresas reprivatizadas

estaban llamados a cambiar 18110 formas de propie­
dad y, de hecho, lo lograron, en el caso de la tie­
rra. No puede decirse lo mismo en el caso de las
empresas privatizadas --o devueltas al sector pri­
vado-, porque, en general, no hubo medidas sig­
nificativas para promover la participación de los
trabajadores, en las empresas. Por su parte, el pa­
pel del Estado en la economía también estaba
comprometido en los acuerdos de paz. El Estado
debía proteger al consumidor, combatir las prácti­
cas monopólicas, fomentar la agricultura y los
programas crediticios específicos. La intervención
del Estado en estos ámbitos contradice los plantea­
mientos de ajuste estructural y modernización (o
reducción) del Estado, enarbolados por los dife­
rentes gobiernos de ARENA, comprometidos has­
ta el límite con un neoliberalismo ciego ante los
problemas sociales fundamentales de El Salvador.

4. La nueva institucionalidad

Los acuerdos firmados en el Castillo de Cha­
pultepec trajeron consigo la creación de nuevas
instituciones públicas para atacar dos de los facto­
res que desencadenaron la guerra: la violación de
los derechos humanos y la impunidad. En el pasa­
do, los cuerpos de seguridad irrespetaron la inte­
gridad humana, amparados en un sistema judicial
poco confiable, el cual violaba las normas del de­
bido proceso y actuaba plegado a los intereses de
los grupos de poder. En este sentido, el documento
de 1992 introdujo modificaciones sustanciales, en
el sistema jurídico y policial del país.

El Acuerdo de Paz contemplaba la supresión
de esos cuerpos y propone la creación de uno nue­
vo: la Policía Nacional Civil, llamada así porque
pasaría de estar controlada por militares a supedi­
tarse al poder civil. El compromiso firmado por el
gobierno de Cristiani y la antigua guerrilla tam­
bién atacaba un factor determinante de las viola­
ciones de los derechos humanos: la formación de
esos cuerpos de seguridad. En el pasado, estos cuer­
pos fueron formados bajo la influencia de la doctri­
na de la seguridad nacional, la cual legitimaba la
represión con el pretexto de la lucha contra el co­
munismo. Había, pues, que crear una entidad que
garantizase que los nuevos agentes del orden públi­
co tuvieran una mentalidad que respetara la integri-

41. Cfr. ANEP, "Propuesta para la reactivación de la economía nacional: 'un compromiso de todos'''. J Encuentro
nacional de la Empresa Privada, San Salvador, 2000.

42. Cfr. Proceso 503.
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dad humana de la ciudadanía. Así fue como se
fundó la Academia Nacional de Seguridad Pública.

En el ámbito judicial, el texto de Chapultepec
propone la creación de una nueva instancia: la
Procuraduría Nacional para la Defensa de los De­
rechos Humanos y la reestructuración de otra, ya
existente: el Consejo Nacional de la Judicatura. La
primera sería la entidad encargada de velar por el
respeto de los derechos humanos: una defensoría
pública, un ombudsman. Las modificaciones es­
tructurales del segundo se llevarían a cabo "de
manera que se asegure su independencia de los ór­
ganos del Estado y de los partidos políticos?". Para
ello, incluiría, además de jueces, "hasta donde sea
posible", a "sectores de la sociedad que no estén
directamente conectados con la administración de
justicia". Este Consejo debería contribuir a depu­
rar al Órgano Judicial.

4.1. La Policía Nacional Civil

Tal como lo reza el texto de los acuerdos, la
nueva corporación policial "será el único cuerpo
policial armado con competencia policial?", que­
dando disueltas la Policía Nacional y la Policía de
Hacienda, así como la Guardia Nacional. Por otro
lado, la Fuerza Armada sería ajena a las laborales
policiales. Los acuerdos establecen un período
transitorio, en el cual la Policía Nacional iría
acuartelándose de manera paulatina, conforme los
efectivos de la Policía Nacional Civil se fuesen
desplegando.

El propósito de la Policía Nacional Civil sería
proteger la seguridad de la ciudadanía: "Será su
misión la de proteger y garantizar el libre ejercicio
de los derechos y las libertades de las personas, la
de prevenir y combatir toda clase de delitos, así
como la de mantener la paz interna, la tranquili­
dad, el orden y la seguridad pública, tanto en el
ámbito urbano como en el rural?". Será, además,
un "cuerpo profesional, independiente de la Fuer­
za Armada y ajeno a toda actividad partidista?",
sujeta al poder civil y supeditada a las leyes. En su

43. Acuerdo de paz, en ECA, op. clt., p. 120.
44. Capítulo 11: Policía Nacional Civil, iiid, p. 110.
45.ldem.
46. ídem.
47. lbid, p. 111.
48. ídem.
49. ídem.
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desiderátum, los integrantes del futuro cuerpo po­
licial ---quienes tendrían que pasar por un cuida­
doso proceso de selección y fonnación- "no co­
meterán ningún acto de corrupción?", ni violarán
los derechos humanos. En este sentido, están lla­
mados a actuar rigiéndose por métodos no violen­
tos, "antes de recurrir al empleo de la fuerza y
armas de fuego?". Estos se utilizarán "cuando
otros medios resulten ineficaces o no garanticen
de ninguna manera el logro del resultado legítimo
previsto?".

Pasar de unos cuerpos de seguridad represivos
a una policía respetuosa de los derechos humanos,
desprovista de la mentalidad castrense y llamada a
garantizar los derechos de la ciudadanía, resultaría
quimérico si los acuerdos no hubieran contempla­
do la formación de su futuro personal. En conse­
cuencia, de la creación de la Policía Nacional Ci­
vil se desprende el surgimiento de la Academia
Nacional de Seguridad Pública, la cual garantiza­
ría la profesionalidad de los policías. Ello repre­
sentaba un progreso importante: los cuerpos de se­
guridad existentes antes de 1992 actuaban con crite­
rios militares. La profesionalidad, entendida como el
desempeño de una función, según parámetros éticos,
no existía. Se actuaba por obediencia, disciplina y
castigo. Así, el tema de la responsabilidad indivi­
dual se soslayaba, pues, en "las órdenes no se dis­
cuten, se cumplen".

La formación de la policía estaría a cargo de la
nueva Academia Nacional de Seguridad Pública,
la cual contaría con un plan de formación, que
abarcaría distintos niveles: los agentes (nivel bási­
co), los mandos medios y superiores. El plan de
formación, al contrario del entrenamiento de los
antiguos cuerpos, no se restringiría al uso de ar­
mas. Tampoco buscaría introyectar la obediencia
ciega a la jerarquía de mando. Al contrario, com­
prendería instrucción académica, conocimiento del
marco jurídico nacional y educación en derechos
humanos. Los docentes no serían agentes policia­
les, sino "civiles con destacada actuación en la vi-
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da civil, cultural, jurídica, técnica poli­
cial o acad émica'?", quienes conforma­
rían "un cuadro de profesores lo sufi­
cientemente amplio, pluralista y de ca­
lidad para proporcionar a la nueva poli­
cía unos signos de identidad cultural
acordes con su naturaleza o doctrinas," .

El marco normativo de la nueva po­
licía define su estructura, las caracterís­
ticas de su personal y las de la Acade­
mia Nacional de Seguridad Pública. El
documento enuncia los regímenes jurí­
dico y transitorio de la nueva entidad.
Un peldaño superior en la evolución le­
gal del nuevo cuerpo lo constituiría la
promulgación de la Ley Orgánica de la
Policía Nacional Civil.

. De la estructura de la corporación policial, se
afirma que estará "bajo la dirección de autoridades
civiles'?': el Presidente de la República, así como
el ministro y viceministro de Seguridad Pública.
Más adelante, establece que "los mandos de la Po­
licía Nacional Civil serán civiles?" . El Director
General será nombrado por el Presidente de la Re­
pública y se contempla la posibilidad de su desti­
tución por parte de la Asamblea Legislativa, "por
causa de graves violaciones de los derechos huma­
nos?",

El Acuerdo contempla un sistema de vigilancia
civil para las actuaciones del cuerpo policial. En
tal sentido, crea la Inspectoría General de la Poli­
cía, "encargada de vigilar y controlar las actuaci­
?nes de los servicios operativos del cuerpo?". El
inspector es nombrado por el director, en consulta
con el Fiscal General de la República y el Procu­
rador para la Defensa de los Derechos Humanos.
Bajo la autoridad del Inspector General están las
divisiones de control e investigación disciplinaria,
encargadas de controlar los servicios policiales e
investigar las faltas disciplinarias cometidas por
los miembros de la entidad.

El Acuerdo también norma el régimen transito­
rio, entendiendo por tal el período anterior al des­
pliegue de los efectivos de la nueva policía. En
este sentido, el texto de 1992 preveía el nombra­
miento de un coordinador, "seleccionado con cri­
terio de amplia aceptación?", mientras no se for­
malizaba legalmente la creación de la Policía Na­
cional Civil. Una vez cumplido el requisito legal,
el nombramiento del Director General estaría en
manos del ejecutivo, a quien la Comisión Nacio­
nal para la Consolidación de la Paz (COPAZ)S7le

propondría una terna.

El despliegue policial se llevaría a cabo con­
forme fueran egresando los nuevos contingentes
de la Academia Nacional de Seguridad Pública.
Mientras tanto, la Policía Nacional se encargaría
de la seguridad pública. El documento contempla­
ba un período de dos años para completar el des­
pliegue de los nuevos policías, lo cual provocó re­
ticencias. en el FMLN, cuyos dirigentes temían por
s~ , segundad personal", razón por la cual se nego­
CIO acortar el período transitorio.

Finalmente, el documento suscrito en Chapul­
tepec contemplaba la creación de la Academia Na­
cional de Seguridad Pública, donde se formarían

50. lbid... , p. 118.
51.ldem.
52. lbid., p. 111.
53. lbid, p. 112.
54. ídem.
55. lbid, p. 112.
56. lb id, p. 116.
57. ídem.
58. Cfr . G. Costa, La Policía Nacional Civil de El Salvador (/990-1997), UeA Editores, San Salvador, 2001, p. 125.
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Los acuerdos firmados en el Castillo
de Chapultepec trajeron consigo

la creación de nuevas instituciones
públicas para atacar dos de los factores

que desencadenaron la guerra:
la violación de los derechos

humanos y la impunidad.

los nuevos policías. El Acuerdo la define como
organismo autónomo, con un director, designado
por el ejecutivo, quien cuenta con un consejo aca­
démico políticamente pluralista e integrado por
personas "con destacada actuación en la vida civil,
cultural, jurídica, técnica policial o académica?",
El consejo determinaría el sistema de admisión y
el cuerpo docente.

Desde el período de
transición hasta la actua­
lidad, los sucesivos go­
biernos de ARENA han
intentado evitar que los
militares perdiesen el
control sobre la seguridad
pública. Si en los meses
inmediatos a la firma del
Acuerdo de 1992, el go­
bierno retrasó la desmo­
vilización de los antiguos
cuerpos de seguridad, su
estrategia fue evolucionando conforme a las presio­
nes políticas, tanto internas como externas, proce­
dentes de la verificación internacional. Cuando la
Policía Nacional Civil se volvió una realidad in­
evitable, se desnaturalizó. Incorporaron elementos
de la antigua Policía Nacional -incluso estructu­
ras enteras como la Comisión de Investigación de
Hechos Delictivos y la unidad antinarcóticos--, sa­
boteando al coordinador. Entorpecieron el papel de
la verificación internacional, y colocaron oficiales
del ejército en puestos claves'", O más aún, la car­
tera de seguridad pública quedó en manos de reco­
nocidos cuadros de derecha que, sin rubor alguno,
expresaron su pesar por la desaparición de los
cuerpos de seguridad. En consecuencia, propicia­
ron la violación a los acuerdos, al permitir que el
ejército desempeñara tareas de seguridad pública.

Indiscutiblemente, es positiva la desaparición
de los cuerpos de seguridad y que los civiles pu­
diesen acceder al cuerpo policial. También lo es el
que la nueva policía no dependa de la Fuerza Ar­
mada. No obstante, la seguridad pública dista mu­
cho de cumplir lo previsto en los acuerdos de paz.
Aún se está lejos de contar con un cuerpo policial
independiente y respetuoso de los derechos huma-

nos. La policía actúa ape­
gada a los intereses del
partido en el poder y no
tiene ningún problema en
burlarse de las institucio­
nes públicas, tal como
ocurriera cuando agentes
policiales irrumpieron en
la Asamblea Legislativa,
después de haber captura­
do a un diputado. Al ha­
cer un recuento de las ve-
ces en que la policía ha
disuelto por la fuerza

movilizaciones ciudadanas, dejando como resulta­
do lesionados y niños intoxicados con gases, se
constata la diferencia que separa la realidad del
texto de Chapultepec, que declara que la Policía
Nacional Civil será garante del derecho de expre­
sión y organización ciudadanas. Lo mismo se obser­
va en los procedimientos policiales. La llamada
"Tormenta tóxica?" es muestra elocuente de lo que
ocurre cuando los procedimientos policiales apega­
dos a la ley se sustituyen por despliegues propagan­
dísticos de fuerza: la redada en la que fue capturado
un grupo de jóvenes no era la desarticulación de un
grupo dc capos de la droga. El caso cobró relevan­
cia porque los jóvenes eran de clase media, pero no
ocurre lo mismo cuando las víctimas de las infrac­
ciones al debido proceso de la policía son excluidos
sociales.

59. Acuerdo de paz, en ECA, p. 116.
60. Un recuento detallado de este proceso puede hallarse en el citado trabajo de Gino Costa.
61. En el citado caso, acaecido a principios de este año, un grupo de policías encubiertos irrumpió en una fiesta en

una casa de playa -la cual se habría denominado "Tormenta tóxica"- y arrestó a quince personas a quienes
acusó de narcotráfico. También se encontraba una integrante de un organismo internacional. La dirección de la
policía publicitó el caso como "un duro golpe" al comercio de la droga, puesto que en la fiesta se habrían
decomisado éxtasis y otras sustancias, cuyo monto ascendería a los 30 000 dólares. Calmadas las aguas, se pudo
determinar que, si bien en la fiesta se consumió droga, lo que se tomó como éxtasis resultó ser acetaminofén, y
el decomiso era menor al proclamado inicialmente. La policía tampoco respetó los procedimientos de ley al
allanar la residencia y hacer los arrestos. Tampoco estaba bien informada. "Tormenta tóxica" no era el nombre
de la fiesta, sino el de un grupo musical presente en la misma. El supuesto golpe al narcotráfico quedó reducido
a un nuevo bluff publicitario del director de la policía.
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Hay una tendencia autoritaria muy marcada en
la actual conducción de la policía. En virtud de las
reformas a la Ley Orgánica de la Policía Nacional
Civil, su actual director ha concentrado mucho po­
der, como para permitirse prescindir el debido
proceso judicial cuando lo estime conveniente.
Esto, sumado a una tradición autoritaria, heredada
de los antiguos cuerpos de seguridad, deviene en
una policía que, en vez de actuar en armonía con
el Estado de derecho y estar desligada de todo ras­
go militarista, tiende a actuar con la prepotencia
de los militares.

4.2. El sistema judicial

La reestructuración del Consejo Nacional de la
Judicatura y el nacimiento de la Procuraduría para
la Defensa de los Derechos Humanos se remontan
a los acuerdos sobre reformas constitucionales, fir­
mados en abril de 1991. Los cambios en la com­
posición del Consejo tendrían como fin lograr su
"independencia de los órganos del Estado y de los
partidos políticos'?", para depurar al Órgano Judi­
cial y regular la Escuela de Capacitación Judicial.
Esta última tendría como objetivo "asegurar el
continuo mejoramiento de la formación profesio­
nal de los jueces y demás funcionarios judiciales,
así como la de los integrantes de la Fiscalía Gene­
ral de la República?". Al igual que lo contempla­
do para la Academia Nacional de Seguridad Públi­
ca, la Escuela de Capacitación Judicial tendría un
"régimen de dirección y organización" que asegu­
raría "su independencia académ ica"?',

El acuerdo sobre reformas constitucionales
contempla la creación de la figura del Procurador
Nacional de Derechos Humanos, a la cual se le
asigna la misión de "promover los derechos huma­
nos y velar porque sean respetados?". Hay que de­
cir que el texto de los acuerdos resulta bastante
escueto acerca de los propósitos de la creación de
las instituciones destinadas a reformar el sistema

jurídico, si comparamos lo escrito sobre el aparato
policial.

4.2.1. El Consejo Nacional de la Judicatura

El Consejo Nacional de la Judicatura está defi­
nido por la ley como un ente estatal, regido por la
Constitución y de carácter administrativo, diseña­
do para "promover candidatos para los cargos de
Magistrados de las Cámaras de Segunda Instancia
y de Jueces de Primera Instancia". Más adelante,
esta atribución se amplió hacia otras entidades del
Órgano Judicial, y, en un primer momento, se de­
terminó que estaña compuesto exclusivamente por
magistrados de la Corte Suprema de Justicia. La
Constitución hace que el Consejo esté ligado a la
carrera judicial. La entidad destinada a ser un me­
dio para lograr la independencia del Órgano Judi­
cial vino al mundo con dos defectos de nacimien­
to: no se establece con claridad si sus recomenda­
ciones son vinculantes para la Corte Suprema de
Justicia" y la aprobación de su presupuesto está en
manos de ésta".

El Acuerdo pone énfasis en la independencia
institucional del Consejo Nacional de la Judicatura
y deja a su cargo la Escuela de Capacitación Judi­
cial, así como la potestad de "investigar sobre la
problemática judicial y promover soluciones para
la misma"?",

Analicemos esto último, tomando como ejem­
plo lo ocurrido con la evaluación de 120 jueces de
primera instancia, en 1995. En cumplimiento con
lo acordado en 1992, las evaluaciones tenían como
fin determinar si los jueces eran corruptos o come­
tían faltas para proceder, según cada caso, a impo­
ner las medidas disciplinarias correspondientes. La
evaluación también incluía el aplazamiento indefi­
nido de sentencia. El proceso se llevó a cabo en la
más estricta reserva, lo cual impidió que la ciuda­
danía conociese cómo se llevó a cabo'", Luego de

62. "Acuerdo de paz", en ECA, p. 120.
63. ídem.
64./dem.
65. "Los acuerdos de México", en ECA, 510, p. 366.
66. Cfr. R. Cevallos, J. Sarbelio, Los funcionarios judiciales como parte del problema de la administración de

justicia en El Salvador, Tesis de licenciatura en ciencias jurídicas, Universidad Centroamericana "José Simeón
Cañas", San Salvador, 1990, p. 100 Yss.

67. [bid, p. 112.
68. "Acuerdo de Paz", en ECA, p. 120.
69. Cfr. Proceso, 669, 12 de julio de 1995, pp. 6-7.
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tres meses y medio de trabajo, el Consejo conclu­
yó su informe y lo entregó a la Corte Suprema de
Justicia. El presidente de la Corte, José Domingo
Méndez, declaró que manejaría los resultados del
informe "confidencialmente"?', Este hecho puede
interpretarse de la manera siguiente. El Consejo
Nacional de la Judicatura podía indagar sobre co­
rrupción y negligencia judicial, pero el mecanismo
establecido era defectuoso, puesto que sus reco­
mendaciones no eran vinculantes, mientras que su
aplicación quedaba a la discrecionalidad de la
Corte Suprema de Justicia, la cual decide si aplica
o no sanciones. Es competencia suya también ha­
cer público el informe. Las declaraciones del en­
tonces presidente del Consejo Nacional de la Judi­
catura poco ayudaron a resolver el problema de la
discrecionalidad excesiva: "No sería ético revelar
nombres, porque algunos deberían ser discutidos e
investigados por la propia Corte"!". Esta reserva
extrema en manejar el informe del Consejo remite
a lo ocurrido en 1994. Eduardo Tomasino presidía
el Consejo. En esta ocasión, el informe se filtró a
la prensa, provocando la airada reacción de mu­
chos jueces y abogados. Algunos abogados se
consideraron difamados y "dolidos en nuestro amor
propio?", pero otros amenazaron con demandas de
inconstitucionalidad. Estas actitudes manifiestan la
resistencia de los funcionarios públicos a rendir
cuentas de sus actos. En especial, los del Órgano
Judicial, quienes parecen considerarse intocables.

Aunque el Consejo Nacional de la Judicatura
se reestructuró para supervisar al Órgano Judicial,
poco se ha hecho para que sus recomendaciones
tomen fuerza más allá del papel. Así, el Consejo y
sus evaluaciones se ha vuelto una entidad inofen­
siva, cuyas recomendaciones sólo sirven para con­
firmar que El Salvador es un país democrático. El
gobierno ha seguido la misma estrategia con la
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Hu­
manos, al proporcionarle poco apoyo institucional.
En muchas ocasiones, las entidades evaluadas ig­
noran las recomendaciones del Consejo Nacional

de la Judicatura. En 1994, el esfuerzo del Consejo
Nacional de la Judicatura y de la Federación de
Abogados para proponer candidatos idóneos para
ocupar las magistraturas de la Corte Suprema de
Justicia se vinieron abajo, cuando la Asamblea Le­
gislativa eligió siguiendo acuerdos más políticos
que jurídicos",

Más recientemente, el Consejo Nacional de la
Judicatura tropezó con los títulos fraudulentos con
los que muchos abogados ejercen cargos en el sis­
tema judicial. A raíz del informe del fiscal encar­
gado de investigar estos títulos, algunos funciona­
rios judiciales criticaron a la misma Corte Supre­
ma de Justicia. Puede cuestionarse al investigador,
pero lo que no puede ponerse en duda es la necesi­
dad de la investigación". Es claro que el espíritu
de corporación era más fuerte que el compromiso
con el mejoramiento del Órgano Judicial, pero eso
sería quedarse corto. Muchos propietarios de "uni­
versidades" quedarían mal parados si tuvieran que
explicar cómo lograron que los graduados con tí­
tulos fraudulentos ejercieran la abogacía".

En la actualidad, el Consejo Nacional de la Ju­
dicatura debe superar la confrontación con la Cor­
te Suprema de Justicia. La labor de evaluar al Ór­
gano Judicial supone la independencia del Consejo.
En el pasado, esta independencia era inexistente, tal
como lo afirma el juez Sidney Blanco, "tradicional­
mente, Consejo y Corte eran como un matrimonio:
se ponían de acuerdo, y entre ellos cumplían con
la formalidad de que el Consejo propusiera ternas.
Había una comunicación peligrosa y había una
mala elección... Poco a poco, [ambas entidadesl se
han ido distanciando, y también ha habido con­
frontaciones públicas entre las dos"?", Las prácti­
cas corruptas son difíciles de erradicar. Es lógico
que aquellos funcionarios judiciales que no salen
bien evaluados estén descontentos con el Consejo.
Éste tiene el desafío de ganar aún mayor indepen­
dencia, con todo y el contexto adverso que supone
su confrontación con la Corte Suprema de Justicia
y muchos de los funcionarios del aparato judicial.

70. Cfr. Proceso, 663,31 de mayo de 1995, p. 15.
71. lbid, p. 16.
72. De ese tenor fueron las reacciones del abogado Guillermo Arévalo Domínguez, presidente de la Asociación de

Magistrados y Jueces de El Salvador (AMJUES). Citado en Proceso 627, 14 de septiembre de 1994, p.5.
73. Cfr. Proceso, 662, 10 de agosto de 1994, pp. 4-5.
74. Cfr. Proceso, 947, 18 de abril de 2001, p. 4 Yss.
75. Ídem.
76. Entrevista inédita de Gilma Lissette Pérez a los jueces Arévalo Ortuño y Sidney Blanco.
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El enfrentamiento se ha ampliado a propósito
de la elección de los nuevos magistrados del Con­
sejo. El conflicto ha surgido porque el actual Con­
sejo ha impugnado la inclusión de jueces en la
lista de candidatos, a lo cual la Corte Suprema de
Justicia y propios jueces se oponen. El Consejo
afirma que la ley sólo permite como candidatos "a
los abogados en ejercicio" y agrega que "los jue­
ces no pueden ser evaluadores de sus propios ac­
tos". El que los jueces no sean "abogados en ejer­
cicio" por el hecho de ejercer el cargo de juez, ha
sido objeto de las más encontradas interpretacio­
nes. Lo cierto es que el texto del Acuerdo dice
claramente que el Consejo Nacional de la Judica­
tura debe estar integrado "hasta donde sea posible,
no sólo (por) jueces, sino también de los sectores
de la sociedad salvadoreña que no estén directa­
mente conectados con la administración de justi­
cia". Uno de los protagonistas de la negociación,
Dagoberto Gutiérrez, quien también es abogado,
escribió: "El texto del acuerdo resulla revelador,
porque cuando dijimos que [el Consejo] 'se inte­
grara no sólo de jueces', estábamos afirmando que
los jueces eran miembros del organismo por dere­
cho propio y, en ningún momento, los negociado­
res acordamos que los jueces quedaran afuera del
ámbito de decisiones tan cruciales para su desem­
peño y decisivas para toda la sociedad'?". Este de­
bate deja claro que los acuerdos de paz todavía no
forman parte integral de la legislación salvadore­
ña, dejando cabos sueltos. De esta manera abre
flancos en la nueva institucionalidad, los cuales
son aprovechados por sus enemigos para atacarla.
Estos cabos sueltos crean una suerte de limbo le­
gal y favorecen los conflictos de intereses secto­
riales por encima del funcionamiento adecuado de
las instituciones.

4.2.2. La Procuraduría para la Defensa de los
Derechos Humanos

El texto de Chapultepec ahonda un poco más
en esta institución. Establece tres condiciones para
poner en marcha la nueva institución: la designa­
ción del Procurador Nacional para la Defensa de
los Derechos Humanos, por parte de la Asamblea
Legislativa, dentro de los noventa días siguientes a

la reforma constitucional; la preparación del ante­
proyecto de ley orgánica de la Institución, tarea
asignada a Comisión Nacional para la Consolida­
ción de la Paz y el anteproyecto debe establecer
medios para erradicar a los grupos responsables de
violaciones sistemáticas de los derechos humanos,
cosa que implica investigar y eliminar los lugares
de detención clandestina.

El 20 de febrero de 1992, la Asamblea legisla­
tiva creó la Procuraduría para la Defensa de los
Derechos Humanos, respetando el plazo estableci­
do por el Acuerdo. Otro buen signo fue que el
anteproyecto de ley de la nueva institución fue
elaborado consultando las opiniones de los orga­
nismos de derechos humanos no gubemamenta­
les", El citado anteproyecto creaba procuradurías
adjuntas para defender los derechos humanos de
las mujeres, la infancia y las personas de la tercera
edad y para velar por el medio ambiente. Sin em­
bargo, no habría de esperar mucho para ver que el
gobierno no había cambiado su actitud. El 17 de
marzo de 1992, ARENA impidió que uno de los
miembros de la División de Derechos Humanos de
ONUSAL diera una conferencia sobre derechos
humanos, en la Asamblea Legislativa. Esta reac­
ción era la respuesta a los informes de esa Divi­
sión, los cuales no eran del agrado del gobierno.

El primer procurador, Carlos Mauricio Molina
Fonseca, fue criticado por los organismos de dere­
chos humanos por no dar fuerza a la institución.
No tuvo mayores problemas con el gobierno de
ARENA. El resullado fue una Procuraduría que no
estaba a la altura de su misión. La sucesora de
Molina, la abogada Victoria Marina de Avilés, le
dio un nuevo giro a la institución. Elegida Procu­
radora, a principios de 1996, Avilés encontró una
institución sin mayor protagonismo en la sociedad.
Un sondeo del Instituto Universitario de Opinión
Pública de la UCA (IUDOP) reveló que apenas el
55 por ciento de la población conocía la institu­
ción?". La Procuradora mostró su compromiso con
la defensa de los derechos humanos, lo cual gene­
ró una gran confianza ciudadana en la institución.
La respuesta gubernamental fue intentar bloquear
su gestión, cuando no desacreditarla. Avilés afron­
tó estas presiones hasta el último día en el cargo.

77. Cfr. "El Consejo Nacional de la Judicatura en los Acuerdos de Paz". Co-Latino, 10 de abril de 2002. Destacado
en el original

78. Cfr. Proceso, 505, 26 dc febrero dc 1992, p. 4.
79. Cfr. Proceso, 656, 5 de abril dc 1995, p. 8.
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Al parecer, el partido en el gobierno aprendió
la lección. Como primera medida, en 1998, nom­
bró a un desacreditado funcionario judicial para
suceder a Avilés, Eduardo Peñate Polanco'", con la
aquiescencia de los demás partidos políticos. El
criterio que prevaleció fue el reparto de las entida­
des estatales entre los partidos políticos. Durante
su gestión, Peñate Polanco logró desarticular a la
Procuraduría, hizo despidos arbitrarios, nombró a
familiares y compinches en cargos claves y mal­
versó fondos procedentes de entidades internaciona­
les. Aún más, el procurador puso especial interés en
dejar en ridículo a la institución, siendo incapaz, in­
cluso, de responder con seriedad a los cuestiona­
mientos que, en su oportunidad, le hiciera una sub­
comisión legislativa, encargada de investigar su
desempeño. El funcionario fue denunciado por su
incompetencia, tanto en el seno de la Procuraduría
para la Defensa de los Derechos Humanos como por
parte de los organismos internacionales (el PNUD,
por ejemplo)". Atorada en problemas de funciona­
miento, la Procuraduría estaba a la altura de lo que
ARENA y la derecha más conservadora querían:
una entidad sin fuerza para defender los derechos
humanos y sin credibilidad.

Peñate Polanco fue cuestionado por la ciudada­
nía, los organismos de derechos humanos e inter­
nacionales. La presión forzó su renuncia. La Asam­
blea Legislativa permitió que el Procurador adjunto,
Marcos Valladares, vinculado al Partido de Conci­
liación Nacional, hiciera las veces de Procurador.
Aunque sin ocasionar los escándalos de su prede­
cesor, Valladares no logró parar el deterioro de la
institución, ni tampoco recuperó su credibilidad.
La estrategia gubernamental fue postergar el nom­
bramiento del nuevo Procurador para la Defensa
de los Derechos Humanos. Así, Valladares perma­
neció al frente de la institución durante varios me­
ses. La elección recayó, finalmente, en Bealrice
Allamanni de Carrillo, jurista de origen italiano,

nacionalizada salvadoreña, quien, desde julio de
2001, tomó las riendas de la institución.

Es indudable que la Procuraduría para la De­
fensa de los Derechos Humanos tiene mucho por
hacer. La actual Procuradora debe sanear el fun­
cionamiento de la institución, resolviendo los pro­
blemas que la gestión de sus predecesores creó en­
tre el personal. También debe hacer mucho para
impulsar una mentalidad comprometida con la
promoción de los derechos humanos que se nece­
sita para la Procuraduría. Sin duda, debe, asimis­
mo dedicarse a rescatar la credibilidad institucio­
nal. Sólo una Procuraduría libre de las taras here­
dadas de la "era Polanco" podrá comenzar a res­
ponder a las necesidades de la ciudadanía.

4.2.3. El laberinto de la nueva institucionalidad

Si los cambios institucionales operados a raíz
de los Acuerdos de Paz tenían como objetivo mo­
dificar la estructura jurídica y el régimen de segu­
ridad pública que contribuyó al estallido del con­
flicto armado, es lógico suponer que la Constitu­
ción los refleje.

En el Capítulo 111 del Título VI, la actual
Constitución ---esto es, la promulgada en 1983,
con sus reformas-, ciertamente, menciona al
Consejo Nacional de la Judicatura y a la Procura­
duría para la Defensa de los Derechos Humanos.
En lo tocante a la primera, no se consigna la tarea
de evaluar al Órgano Judicial, ni se establece que
las recomendaciones del Consejo sean vinculantes
para la Corte Suprema de Justicia. Más bien, sus
funciones se ciñen a "proponer candidatos para los
cargos de Magistrados de la Corte Suprema de
Justicia, Magistrados de las Cámaras de Segunda
Instancia, Jueces de Primera Instancia y Jueces de
Paz", así como organizar y hacer funcionar la Es­
cuela de Capacitación Judicial. Tampoco se decla­
ra la independencia del organismo.

80. Peñate Polanco se desempeñaba anteriormente como magistrado de la Cámara de la Segunda Sección del Cen­
tro, en Cojutepeque. Al ser nombrado Procurador, en la Corte Suprema de Justicia y en la misma Procuraduría
para la Defensa de los Derechos Humanos, había veinte demandas en su contra. Por si esto fuera poco, el
funcionario no aparecía en las listas de candidatos que cumplían con los requisitos para el cargo. Cfr. "Los
derechos humanos en 1998". En Proceso, 836, 23 de diciembre de 1998.

81. Algunas de las críticas a la gestión de Pcñate Polanco pueden encontrarse en Proceso: "Los derechos humanos
en 1998", 836; "¿Qué esperan para enderezar la PDDH?", 852; "PDDH YPNC: al borde de la muerte", 856; "La
PDDH: un año perdido", 862; "¿Hasta cuándo?", 872; "Los derechos humanos en 1999",885; "Peñate Polanco:
ya no sorprende", 886; "Por el rescate de la PDDH: el primer paso", 889; "La PDDH: un problema aún sin
resolver", 929; "Los derechos humanos en el 2000 (11)", 934; "El peligro de otra 'peñatada'", 938; "La PDDH:
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La figura del Procurador para la Defensa de los
Derechos Humanos -y no tanto la institución en
cuanto tal- aparece en el Capítulo IV, dedicado
al Ministerio Público. El texto constitucional esta­
blece las atribuciones del Procurador: investigar
denuncias, promover reformas, realizar inspeccio­
nes, proponer medidas, elaborar informes. Al igual
que el Consejo Nacional de la Judicatura, sus re­
comendaciones no son vinculantes, ni tampoco
hace referencia a la independencia institucional.

La situación de la Policía Nacional Civil -y,
por ende, de la Academia Nacional de Seguridad
Pública- es peor. El Consejo Nacional de la Judi­
catura y la Procuraduría para la Defensa de los
Derechos Humanos al menos aparecen en la Cons­
titución. La Policía Nacional Civil brilla por su
ausencia. Esto es grave, porque deja la institucio­
nalidad de la policía a las arbitrariedades políticas.
En suma, la Constitución no recoge todos los cam­
bios introducidos en el ámbito institucional por los
acuerdos de paz.

Las nuevas instituciones han sido blanco de los
ataques de quienes no tienen interés en que las
estructuras sociales y políticas cambien. Estos sec­
tores han buscado cooptarlas o, al menos, hacerlas
inofensivas para no atacar de raíz la impunidad.
La policía es un ejemplo de cuánto se ha hecho
para desnaturalizar una institución clave para la
democracia. El objetivo era crear un cuerpo profe­
sional, independiente del poder político y libre de
los lastres autoritarios de los antiguos cuerpos de
seguridad. Colocar en su dirección a un funciona­
rio experto en guerra psicológica y, peor aún, im­
plicado en las amenazas de muerte proferidas du­
rante una cadena nacional de radio contra la oposi­
ción, en noviembre de 1989, es negativo. La insti­
tución carece de credibilidad, pese a las campañas
propagandísticas de su director.

El bloqueo político, el estrangulamiento econó­
mico y la limitación de la independencia institu­
cional han sido las respuestas oficiales a las nue­
vas instituciones. A la derecha le resulta con­
veniente crearse una imagen de democracia con el
establecimiento de instituciones críticas en el pa­
pel, pero carentes de fuerza en la realidad. Por
otro lado, la izquierda partidaria ha demostrado
poco interés en conseguir el respeto a la nueva

institucionalidad. Quid porque lall disputas inter­
nas y las elecciones han sido CIIII 108 dos únicos
puntos de su agenda política. La Asamblea legis­
lativa ha desnaturalizado su papel en el cumpli­
miento de los acuerdos. Debe recordarse que, para
garantizar pluralismo y transparencia, para romper
con el monopolio del poder público, muchas deci­
siones importantes ~omo el nombramiento de la
Procuradora para la Defensa de los Derechos Hu­
manos- deben pasar por la Asamblea Legislativa.
Lejos de actuar en función de los intereses nacio­
nales, los diputados han hecho de cada nombra­
miento y de cada decisión que se toma, una opor­
tunidad para la compra y la venta política. Lejos
de ser el punto de partida de una institucionalidad
que propicie la democracia, los acuerdos de paz
son, lamentablemente, un horizonte lejano. La
construcción de un Estado democrático ha perdido
diez años en El Salvador. Estamos, pues, en busca
del tiempo perdido.

5. Conclusión

Diez años después de la firma de los acuerdos
de paz, es quizás en los ámbitos institucional y
económico donde mejor se aprecian los vacíos
más significativos. Los vaivenes autoritarios de la
policía, la inoperancia de la Procuraduría para la
Defensa de los Derechos Humanos y las inocul­
tables señales de corrupción en el sistema judicial
dejan entrever un preocupante déficit institucional.
La pobreza, la precariedad social, la debilidad del
sector laboral y la vigencia de un esquema neoli­
beral que se impone sin resistencia social son la
muestra más palpable de que el tema económico­
social, pese a ser parte constitutiva de los acuerdos
de paz, fue abandonado por quienes tenían la res­
ponsabilidad de darle cumplimiento.

En efecto, una década después de firmada la
paz, la sociedad observa con gran preocupación
las tendencias autoritarias de la Policía Nacional
Civil. Pese a que el proceso de organización de la
institución policial ha seguido, en el fondo, sin
embargo, no ha renunciado a la idea de una visión
autoritaria. La idea de que es la población la que
debe controlar la institución no ha cuajado y sigue
siendo, a estas alturas, un déficit muy importante.
Otro tanto hay que señalar del funcionamiento de

propuesta de solución", 946. En la revista ECA: "La PPDDH: un atraco que no debe quedar impune" y "La
desafortunada elección del Procurador", 597-598 y "Rescatar la Procuraduría para la Defensa de los Derechos
Humanos: defender la institucionalidad", 606.
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la Procuraduría para la Defensa de los Derechos
Humanos. Los actores políticos, en su afán de
protagonismo, pronto despojaron a la institución
del espíritu que estuvo en la base de su creación.
En vez de consolidarla como un espacio para su­
pervisar a las demás instituciones estatales, pronto
se convirtió en un espacio para frenarla. Si bien es
cierto que la derecha tiene más responsabilidad,
no cabe duda que la izquierda, por su torpeza e
incapacidad para vincular sus luchas con la causa
de la mayoría de salvadoreños, ha contribuido mu­
cho a la irrelevancia de la Procuraduría para la
Defensa de los Derechos Humanos.

Todavía no se ha llevado a cabo la depuración
total del sistema judicial. Pese a que se crearon las

234

instituciones necesarias, en el fondo, ha prevaleci­
do el espíritu mezquino de antaño. La impunidad
de la que gozan diferentes sectores políticos y eco­
nómicos explica la falta de avances significativos,
en materia judicial. Lo mismo cabe afirmar res­
pecto a la marcha del sistema político y su vínculo
con las necesidades de la población. Los partidos
políticos todavía no han logrado vincularse con las
demandas de la sociedad. Esto último lleva a un
problema de fondo, la falta de voluntad política de
los actores para respetar el espíritu de los acuerdos
de paz.

San Salvador, 24 de abril de 2002.

ESTUDIOS CENTROAMERICANOS (ECA) 641-642

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana José Simeón Cañas




